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L Introducción. El comercio electrónico como una nueva for-
ma de hacer negocios 

El objetivo del presente trabajo es proporcionar una visión de conjunto 
del régimen jurídico establecido por el Derecho comunitario para los 

contratos de consumidores que se celebran en Internet. 

En estos momentos. el business-to-con.sumer constituye el sector del 
comercio electrónico1 que mayor auge está conociendo y el que cuenta 
con un mayor potencial de e-xpansión. No obstante. la falta de una 
regulación adecuada puede frenar este proceso debido a la incertidum­
bre e inseguridad jurídica que puede provocar en los participantes y. 
sobretodo. por la desconfianza que genera en el consumidor. Resulta. 
por tanto. del máximo interés analizar si la protección otorgada por la 
abundante legislación existente en la actualidad es adecuada o si. por 
el contrario. se hace necesaria su adaptación al mundo de Internet. 

Internet ha supuesto una revolución en el ámbito del comercio. Median­
te un sitio web se pueden ofrecer productos o servicios. 24 horas al día 
y siete días a la semana. a consumidores localizados en cualquier lugar 
del mundo. Muchos de ellos ya existían -programas de ordenador. 
libros. música. etc ... -. pero otros son completamente nuevos -servicios 
de almacenamiento de páginas-web. correo electrónico. application 
seroice provisioning. -servicios de intercambio de información P2P. 
acceso a bases de datos electrónicas. etc ... -. Del mismo modo. la oferta 
de productos y servicios aumenta para el consumidor al poder acudir a 
empresas establecidas en cualquier Estado. Las distancias han dejado 
de tener sentido en Internet. Los contratos pueden quedar perfecciona­
dos desde el momento en que el consumidor ha rellenado el formulario 
de pedido. e incluso el cumplimiento de las obligaciones puede ser 
efectuado electrónicamente: entrega de bienes inmateriales. acceso a 
base de datos. pago del precio2 . 

La Unión Europea. consciente del enorme pote~ de Internet para la 
economía europea. ha apostado decididamente por el comercio electró­
nico3. El mercado interior constituye el marco ideal donde pueden 

1 Entendemos por comercio electróntco -cualquier Upo de transacción comercl:ll en!" que 1:.s 
partes interactúan mediante el intercambio de datos de orden"dor o. ordenador·. Se distingue 
entre comercio electrónico business·to·business- aquel realiz:ldo de empresa a empresa -y 
busincss-to-conswr1ar- de empreso.r1o "consumidor. Adem:l.s . se h"bl" de comercio electró­
nico consumer-co-consumer P"r" idenuflc"r aquellos portales a e Internet destinados a poner 
en contacto" P"rticul"res que desean comprar y vender bienes. Se tr:.tan de transacciones 
de P"rt!cul:.r a particular donde la calificación de consumidor es Inadecuada. por lo que es 
preferible utiliZar el tenn!no part!cular-co-part(cular. 

2 Vid. 'Electronlc Commerce- An Introduction·. en http·/feuropa e!l !nti!:"PO/ecommer­
re/an~wer.:::/iptroductton html 

3 El Consejo Europeo de Lisboa de 23-24 Marzo 2000 marca el comienzo de l" pol.!tica 
comunitaria en materia de lo. Sociedad de la información. En esta cumbre. los representantes 

desarrollarse estas relaciones comerciales que. en muchas ocasiones. 
adquieren un carácter "internacional" en la medida en que el empresario 
y el consumidor están domiciliados en distintos estados. Desde la 
adopción de la Directiva 2000/31 sobre comercio electrónico4 • incorpo­
rada al ordenamiento español por la Ley 34/2002 de 11 de Julio -la 
LSSICE-5 . el sector empresarial disfruta de la libre prestación de servi­
cios de la sociedad de la información en el mercado interior comunitario. 
No obstante. la Directiva no excluye la aplicación de otras normas de 
producción comunitaria destinadas a armonizar las legislaciones de los 
estados miembros sobre protección del consumidor. muchas de las 
cuales resultan aplicables a los contratos celebrados en Internet. De 
entre ellas destacan las Directivas 93/136 • 97/77 • 99/448 y 2002/ 659 . 

A pesar de que esas directivas otorgan un cierto margen de actuación 
a los legisladores nacionales a la hora de su incorporación a los 
ordenamientos internos de los Estados miembros. es posible afirmar 
que la normativa sobre protección del consumidor en los contratos 
celebrados en Internet presenta un elevado grado de uniformidad. Más 
aun desde el momento en que sus disposiciones posee una naturaleza 

de los Esmdos miembros suscrtbieron los principios adoptados por lo. Conúsión en su 
Comunicación ' Iniciativa eEurope. Un::~ Soc!ed:ld de la Información para todos · . disponible 
en http·//l"'llrQlJí) el] 1nt /C"'omm /informpt1on ~ortrnr/erJ J ffil)f: /dorJ Jmentattop / 1odex en h tro 

4 Directivo. 2000/31 del Po.rlo.mento Europeo y del Consejo relativa o. determioados aspectos 
Juxidtcos de los servtcios de la Sociedad de la Información. en particular el comercio 
electrónico en el merc::~do Interior {Directiva sobre comercio electrónico). {DOCE 178. de 17 
Julio 2000. p. 1). · 

5 Ley 34/2002 de 11 de Julio. de servicios de 1:1 sociedad de la Información y de comercio 
electrónico (BOE nu.m. 166. de 12 de julio 2002). En general. sobre la LSSICE. R. MATEU 
DE ROS y M . LOPEZ-MONIS GALLEGO (Coords.). Derecho de Internet. La Ley de ServLc:ios 
de la Sodcdad de la informadón y de comercio electrónico. Thomson-Ar.lnzad!. Madrid. 2003. 

6 Directivo. 93/ 13/CE del Consejo sobre las cláusulas abusivas en los contr:.tos celebrados 
por los consumidores. (DOCE L 95. 21 de abril 1993. p. 29) iocorporad" al ordenanúento 
esp:ll'lol en lo. Ley 711998. de 13 de o.br11. sobre Condiciones Generales de lo. Contrat:.c!ón 
(BOE num 89. de 14 abril 1998). cuyo. Disposición Ad!c!ono.l 2" modificó los Arts. 10 y 10 
bis de la Ley 26/l98~er:ll de Defensa de Jos Consunúdores y Usuarios (en adelante 
LDCU) (BOE num 176. de 24 julio 1984). · 

7 Direcuva 97/7 / CE del P:J.rlo.mento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 1997. relo.Uva 
a la protección de los consunúdores en m"ter1o. de contr:.tos a distancia. (DOCE L 144. de 
4junio 1997. p. 19) Incorporada en JosArts. 38-48 de lo. Ley7/1996. de 15 de enero. de 
Orden:.clón del Comercio Mlnortsm (LOCM) BOE num 15 de 17 enero 1996 y Re:ll Decreto 
1906/1999. de !7 de diciembre. por el que se regula la contratación telefónica o electrónica 
con condiciones generales en desarrollo del articulo 5.3 de lo. Ley 711998. de 13 de abril. de 
condiciones generales de b contr:.tac!ón (BOE num 224. de !S septiembre 1999). 

8 Directiva 99/ 44 sobre determinados aspectos de la v<:nta y las garantías de los bienes de 
cc•nsumo (DOCE L 171/1 2 de 7 Julio 1999).lncorporado. en la reciente Ley 23/ 2003 de 10 
de julio de garnntias en 1" venta de bienes de consumo (LCBC). 

9 Directiva 65/2002 relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros desti­
nados a los consumidores y por la que se modifican l:>S Directivas 97 / 7/CE y 98/ 27/ CE. 
(DOCE L 271. de 9 octubre 2002). Todavía no se ha incorporado a nuestro ordenamien to la 
Directiva 65/ 2002 -de acuerdo con el Art. 2 1. l" fecho. llnúte es e19 de octubre de 2004- que. 
debido a su car.l.cter específico -su objeto es e.xclus!vamente la protección del consumidor 
en la comerclaliz:J.clón o. d1sto.nd:l de servicios fi nancieros- resulta excluida del presente 
trab::~Jo. 483 
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internacionalmente imperativa: resultan aplicables con independencia 
de la voluntad de las partes y del Derecho aplicable al contrato. En 
consecuencia, resulta posible estudiar dicha protección desde el punto 
de vista del Derecho privado comunitario10. 

Asimismo. cuando el contrato celebrado por los consumidores en Inter­
net adquiere un carácter internacional por estar conectado con más de 
un ordenamiento -circunstancia que resultará muy habitual como 
consecuencia de la naturaleza global de la ~red de redes~-. los tribunales 
de los Estados miembros determinan el Derecho aplicable a partir de 
un cuerpo de normas de conflicto uniforme: el Convenio de Roma de 
1980 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales11. 

El trabajo se divide en ocho capítulos. En primer lugar se estudia el 
establecimiento. por la Directiva 2000/31. de la libre circulación de 
servicios de la sociedad de la información. principio general regulador 
de la prestación de servicios en Internet (In. En segundo lugar. se 
identifican los rasgos definitorios del contrato celebrado por un consu­
midor en Internet (Ill). y se analiza la determinación del Derecho 
aplicable a los mismos cuando adquieren un carácter internacional (IV). 
A continuación. se analizan las normas reguladoras de cada una de las 
fases de la contratación y los problemas que su aplicación en Internet 
puede encontrar: la oferta o promoción de los productos o servicios (V): 
el perfeccionamiento del contrato (VI). el control del contenido del 
contrato (VII) y los efectos que se derivan del mismo -suministro del bien 
o del servicio y pago del precio- (VIII). Por último. se ofrecen una serie 
de consideraciones finales (IX). 

11. La libertad de prestación de servicios de la sociedad de la 
información en el mercado interior 

Con el fin de crear ""TI'ñ marco legal apropiado para-la implantación de 
un mercado único de comercio electrónico en la Comunidad Europea. 
y de resolver muchas de las incertidumbres de Internet. el 27 junio de 
2000 se adoptó la Directiva 2000/31 de comercio electrónico. Su 
objetivo es garantizar la libre circulación de los servicios de la Sociedad 
de la información. en el mercado interior: por un lado. se obliga a los 

10 ~Jo este concepto se agrupa el conjunto de reg1:l!:! de Derecho privado recogidas funda­
mentalmente en directivas. pero también en reglamentos o en los propios Tratados 
constitutivos. que resultan Vinculantes por Igual en todos los Estados miembros de la 
Comunidad. Vid. P. DE MIGUEL ASENS!O. "lntegt:~c!ón "uropea y O.,recho Internacional 
privado". "n RDCE. num 2 . vol 1. Jul-d!c. 1997. pp. 413-445. "sp. 420: S. SÁNCHEZ 
LORENZO. Derecho privado Europeo. Granada. Comares. 2002: S. CÁ>'II!ARA U\PUENTE 
(Coord). Derecho privado europeo. Madrid. Colex. 2003. 

11 DOCE e 27. d" 26 enero 1998. 

Estados miembros a eliminar los obstáculos legales que pueden impedir 
a una persona establecida en un Estado ofrecer sus servicios en el resto 
de paises miembros: por otro. se establece una re!rulación armonizada 
de ciertos aspectos de las diferentes fases de la actlvidad económica de 
los prestadores de servicios. Como se verá. muchos de las cuestiones 
afectadas por esas normas tienen una incidencia directa en los contra­
tos de consumidores12. 

En este ~~igrafe nos proponemos otorgar una visión del marco jurídico 
de la actiVIdad que desarrollan los profesionales que celebran contratos 
de consumidores por Internet: la prestación de servicios de la Sociedad 
de la información. Efectivamente. estas personas desde el momento en 
que lleva a cabo su actividad económica en Internet. adquieren la 
condición de ~prestadores de servicios de la sociedad de la información~ 
en el sentido de la Directiva 2000/31. El hecho de que el concepto 
englobe a cualquier prestador de servicios. con independencia de la 
actividad económica que desarrolla. otorga un ámbito de aplicación a 
esta libertad de circulación muy eJo..i.enso. lo cual no está exento de 
problemas. 

L El concepto de servicio de la Sociedad de la información 

Se e~?ende por ·servicio de la Sociedad de la Información~ cualquier 
serVIclo prestado. normalmente a cambio de una remuneración. a 
distancia. por vía electrónica. mediante equipos electrónicos de trata­
miento y almacenamiento de datos. a petición individual de un desti­
natario del servicio13

. Esta última característica permite diferenciar 
estos servicios de otros que también se prestan electrónicamente. como 
pueden ser la televisión o la radiodifusión pero que no se ofrece a 

_ petición ~dividua! de cada uno de los usuarios. La definición incluye 
una ampha variedad de actividades económicas entre las que se incluye 
no sólo la conclusión de contratos a distancia de sumin..~o de bienes 
o prestación de servicios sino actividades como ofrecer información en 
linea o instrumentos de búsqueda. acceso y recopilación de datosl4. 

Las personas físicas o ju rídicas dedicadas a proporcionar estos servicios 
se denominan prestadores de servicios. Se entiende que estos presta-

12 En esp.,clal el capitulo ll (Régimen de establecimiento y de Información). en sus secciones 
l . 2 y 3 . y el capitulo lli (Aplicación). arts. 16 a 18. 

13 El Art. 2 (a) de la Directiva nos remlt" al concepto establecido en el Art. 2.1 de la Directiva 
98/34 por la que establece un procedimiento de Información en m:>.telia d" las normas y 
reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas :>. los servicios de la socl.,dad de 1:>. 
Información (DOCE L 204 de 27 Julio 1998). S., evitan. así. tncongrue.nClas .,n la regulaClón 
comun!tana de la Soci"dad de la lnfonnac!ón. 

14 Considerando 18. 485 
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dores están establecidos en la Comunidad Europea cuando "ejercen. de 
manera efectiva. una actividad económica a través de una instalación 
estable y por un periodo de tiempo indeterminado"15. A la hora de 
determinar el lugar de establecimiento del prestador. la localización de 
los medios técnicos y las tecnologías utilizadas para ofrecer sus servi­
cios en Internet es irrelevante. El dato fundamental es la localización 
geográfica del prestador de servicios. De no ser así. res':ltaz:ia suma­
mente fácil a los prestadores de servicios eludir la aplicac1ón de la 
Directiva localizando sus servidores fuera del territorio comunitario. La 
Directiva 2000/31 no es aplicable a servicios facilitados por prestadores 
establecidos en terceros Estados. 

Como veremos. la determinación del establecimiento del prestador de 
servicios reviste especial importancia a la hora de aplicar el principio 
de control en origen y las normas de Derecho internacional privado que 
utilizan como punto de conexión la residencia o el domicilio de una de 
las partes de la relación. 

2. La instauración de la libre circulación de servicios de la Socie­
dad de la información 

La instauración de un mercado interior del comercio electrónico requie­
re 6arantizar la libertad de establecimiento de. los prestadores de 

"' servicios de la Sociedad de la información y la libertad para prestar estos 
servicios a todos los destinatarios domiciliados en el territorio comuni­
tario. 

De acuerdo con el primer principio. cualquier persona domiciliada en 
un Estado miembro puede prestar libremente un servicio de la Sociedad 
de-la Información en el mercado comunitario. Si bien el acceso .a. la 

...._.,...actividad es libre. para asegurar la legalidad de las operacion_s,comer­
ciales. los prestadores de seivicios están obligados a ofrecer una infor­
mación minima acerca de ellos mismos y de la actividad a la que se 
dedican. El volumen de información a proporcionar es más abundante 
en el caso de los prestadores de servicios dedicados a la celebración de 
contratos a distancia. debido a la aplicación cumulativa de la Directiva 
97/716_ 

De acuerdo con el segundo principio. una vez legalmente establecido. 
el prestador de servicios podrá ofrecer sus servicios en cualquier Estado 

15 Art. 2 e). 
16 El Art. 5 comienza dtctendo -Adem:í.s de otros requiSitos en matero de Información 

contemplados en d Derecho comunitarto ... .-

miembro siempre que cumpla con los requisitos legales del Estado 
donde está establecido. · 

2.1. Principio de libre acceso. Obligación de transparencia 

En primer lugar. en el Art. 4 se establece el principio de libre acceso a 
la_ actividad de prestador de servicios de la Sociedad de la información. 
Dtcho principio implica que los Estados miembros no pueden supeditar 
el ac~eso_ a una . actividad económica en Internet a un régimen de 
autonza.ct.~n preVIa o a cualquier otro requisito que implique la toma de 
una dectston por una autoridad competente. 

A pesar de esta disposición. será corriente encontrar registros estatales 
donde los pres~dores de servicios deban registrarse. En primer lugar. 
porque el prop1o Art. 4 establece una excepción para el sector de las 
telecomunicaciones. De acuerdo con la Directiva 97 ¡ 1317 -en la actua­
lidad derogada por la Directiva 2002/21 18- . los Estados deben estable­
cer registros de prestadores de servicios de comunicaciones electróni­
cas. En segundo lugar. resulta permitido el establecimiento de una 
obligación de registro a los prestadores de servicios de la Sociedad de 
la In~ormación con fines de publicidad. siempre que no constituyan un 
obstáculo para eJercer_ su actividad. Por ú ltimo. los registros pueden 
establecerse en atencwn a la especificidad de la actividad que lleva a 
cab~ el prestador de servicios. Así por ejemplo. en España. existe el 
Regtstro de empresas que ejercen actividades de venta a distancia 
instaurado en virtud del Real Decreto 1133/1997. de 11 julio. por el 
que se desarrolla el Art. 38.2 de la Ley 71 1996 de ordenación del 
comercio minorista. La persona que se dedica a la conclusión de 
contratos de suministro de productos o prestación de servicios en 
Internet desde España. está obligado a inscribirse en ese registro. 

En segundo lugar. además de la posibilidad de los Estados de establecer 
estos registros en atención a la actMctad que se realiza, se impone a los 
presta~ ores de servicios una obligación general de información y trans­
parencia con la cual se trata de solucionar uno de los problemas mas 
graves de Internet: la facilidad que tienen los usuarios de ocultar su 
identidad al ciudadano medio. Es dificil o imposible identificar a la 
persona que está detrás de una página web por medios electrónicos. Las 
direcciones virtuales no tienen correspondencia con localizaciones fisi-

17 Directiva 97/13 relativa a un marco común en materia de autorizaciones generales y 
ltcencbs individuales en el :imbtto de los servtctos de telecomuntcactones (DOCE L 117 ¡ 15 
de 7 mayo 1997). 

18 Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y dd Consejo. de 7 de marzo de 2002. 
relattv:l a un marco regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones 
electrón!c:>.s (Directiva marco) (DOCE L 108. 24 abrtl 2002). 487 
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cas. lo que impide determinar la ubicación geográfica de las partes. 
Tales extremos tendrán ciertas implicaciones a la hora de aplicar el 
principio de control en origen y las normas de Derecho Internacional 
Privado debido a que la determinación de la competencia judicial o el 
Derecho aplicable suele basarse en la localización del domicilio o 
residencia habitual de las partes. Por otra parte. el consumidor necesita 
saber quién es la persona que hay detrás de la pagina web a la que ha 
accedido. Tal circun·stancia es esencial para que los consumidores 
confien en esta nueva forma de comercio. El nombre de dominio no 
permite tal identificación. dada la poca fiabilidad del actual sistema de 
registro de dominios tanto genéricos cuanto de algunos territoriales. 

Con una finalidad de identificación. el Art. 5 de la Directiva 2000/ 31 
exige a cualquier prestador de servicios que ponga a disposición del 
público una serie de datos sobre su actividad económica 19

: 

nombre: 

- dirección en que está establecido: 

- datos que permitan ponerse en contacto rápidamente con él y 
establecer una comunicación directa y efectiva. incluyendo su 
dirección de correo electrónico: 

- si el prestador de servicios estuviera inscrito en un registro mer­
cantil. nombre de dicho registro y número de inscripción; 

- si una determinada actividad está sujeta a un régimen de autori­
zación. los datos sobre dicha autorización y los datos de la autori­
dad que la haya concedido: 

en el caso de profesiones reguladas. datos del colegio profesional 
al que pertenece y titulo profesional: si el prestador ejerce una 
actividad gravada con IVA. el número de IVA con el que está 
registrado en ~dministración de hacienda correspondiente. 

Dicha información deberá ser fácilmente accesible a los consumidores 
y a las autoridades de modo claro y comprensible. mediante cualquier 
medio adecuado a la técnica de comunicación a distancia utilizada. y 
deberá respetar. en particular. los principios de buena fe en materia de 
transacciones comerciales. Para cumplir con tales requisitos es sufi­
ciente la presencia de un icono en la página de inicio que tenga un 
hipervinculo a una página que contenga todos los datos enumerados

20
. 

19 El Art. 10.1 LSSICE ru\ad<:: que dicha !nform:lc lón debe ser ·accesible por medios electró­
n icos. de forma permanente. fácil. directa y gratuita". 

20 El Art. 10.2 de la LSSICE establece que la obl1gación se en tendero cumplida "sí el prestador 
la incluye en su página o sítlo de Internet en las condiciones señaladas en el apartado 

primero·. 

2 .2 . Aplicación del principio de ~ontrol en el Estado de origen 

El Art. 3 d~ la Directiva ~obre comercio electrónico nos indica que los 
Estados rmembros velaran porque los servicios de la Sociedad de la 
Información suministrados por un prestador de servicios establecido en 
su territorio respeten las disposiciones aplicables en dicho Estado que 
formen parte del ~ámbito coordinado" de la Directiva. 

De acuerdo con el Art. 2 h) -letra i) del Anexo en la LSSICE- debe 
entenderse incluido en el ámbito coordinado todos aquellos requisitos 
legales que tengan ~ue ver ~o? e; inicio y el ejercicio de la actividad que 
se lleve a cabo porVJa el:ctromca 1. Quedan excluidos aquellos aspectos 
refen dos a las mercanc1as. a la entrega de las mismas. o a servicios que 
se prestan por medios no electrónicos. 

El principio de control en origen implica que los Estados miembros 
deben controlar. en nombre y por el bien de todos los Estados miembros 
la legalidad de los servicios de la Sociedad de la Información prestado~ 
por las personas establecidas en su territorio. Una vez verificada esa 
legalidad. el prestador de servicios puede disfrutar de la libre circulación 
en e~ '?ercado interior. Es decir. pueden suministrar sus productos o 
serviCIOS en todo el territorio comunitario. De acuerdo con el Art. 3.2. 
el re~t~ de Estados miembros no podrán restringir la prestación de esos 
ser_;;c10s en sus territorios por razones inherentes al ámbito coordina­
do--. 

La industria ha parecido extraer de dicha disposición una norma sed"ún 
la cual la ley aplicable al contrato celebrado por medios electrónico; -o. 
en general. a la prestación de servicios en Internet- resultaba ser la ley 

21 El Art. 2 h ) define el á mbito coordinado como: los requisitos e.'<l¡,'!bles a los prestadores de 
servicios en los regímenes jurídicos de los Estados miembros aplicables a los prestadores 
de servicios de la sociedad de la información a los servicios de la sociedaq de la información. 
independ ientemente de si son de Upo general o destinados específJcam~e o. los m1Smos. 
i) El ámbito coordinado se refiere o. los requisitos que debe cumpllr el prestador de servicios 
en relación con: 
- el inicio de la actl\1dad de un servicio de la sociedad de la información. como los requisitos 
relativos a cuall!ico.ciones. autorizaciones o noUflcaciones, 
- el ejercicio de la actividad de un servicio de la sociedad de la !nfonnación. como los 
requisitos relativos al comportamlento del prest::tdor de servicios. los requisitos en relación 
con la calidad o el contenido del servicio. incluidos los aplicables a publicidad y contratos. 
o los reqUisitos relaUvos a la responsabilidad del prestador de servicios. 
11) El :l.mblto coord inado no se refier e a los reqUisitos s iguientes: 
- requi8itos aplicables a las mercancías en sí. 
- requisitos aplicables a la entrega de las mercancías. 
- requisitos aplicables a los servicios no prestados por medios electrónicos . 

22 Po: esa razón. de acuerdo con el Art. 3 de la LSSICE espm1ola. sus d isposiciones s ólo 
resultan aplicables a los prestadores de servicios establecidos en otros Estados miembros 
o en el Espacio Económico Eu ropeo en relación a aspectos excluidos del ámbito coordinado. 
Se supone que los prestadores cumplen con la legalidad de acuerdo con la ley del Estado 
de on gen en lo que respecta::. los aspectos incluidos en el :l.mbito de aplicación. 489 
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de origen del servicio. Nada más lejos de la realidad. De acuerdo con el 
Art. 1.4. lO¡ Directiva no pretende establecer nonnas de Derecho inter­
nacional privado. La ley aplicable al contrato se determina a partir del 
Convenio de Roma de 1980. Ahora bien. si una o varias normas 
materiales de la ley designada por este instrumento -necesariamente de 
carácter imperativo- conllevan un obstáculo a la prestación del servicio 
en el Estado de destino por un motivo incluido en el ámbito coordinado 
de la Directiva. el juez o autoridad competente estará obligado a dejar 
de aplicar o a modular la aplicación de esas normas. Dicha circunstan­
cia acaecerá cuando los requisitos e..'<igidos por esas normas sean más 
estrictos que los de la ley del Estado de origen. Para la detenninación 
de este extremo se toma en consideración esta ley. pero no se aplica23

. 

El establecimiento del principio de control en origen no podía. sin 
embargo. extenderse a todas las materias relacionadas con el comercio 
electrónico. por lo que se estableció una lista de cuestiones a las que no 
resulta aplicable24. Entre ellas se incluyen las cuestiones referidas a 
-obligaciones contractuales relativas a contratos celebrados por los 
consumidores". La razón de la exclusión es debida a la naturaleza de 
normas de mínimos de las directivas de protección del consumidor: los 
Estados miembros pueden adoptar o mantener disposiciones más 

23 L:l.s o.poruclones doctrtno.Jes sobre est:l cuestión son muy o.bundo.ntes. Vid. M. DESANTES 
REAL: "La Directiva. sobre el Comercio Electrónico. Merco.do mter1or y servicios d.: Lo. 
Socledo.d de Lo. Informo.cton" en R MATEU DE ROS. J.M. CENDOYA MENDEZ DE VIGO 
(Coords). Derecho de Intemcc. Con!Ta!aci6n ELectrónica y Firma DigitaL Aro.nzadl. 2000. p. 
323-338: M. F'ALLONyJ. MEEUSEN. "Le commerce electronlque.lo. dlrective 2000/31/CE 
et le drolt lntemo.tional privé". en Rev. Crít. Droitlnt Privé. vol 91. 2002. pp. 435-490: M. 
GAROEm5 SANTIAGO. La apUcaci6n de La regla de reconocimiento mutuo y su incidencia 
en e! comercio de mercancías y seruiciDs en e! ámbito comunitario e Internacional. Madrid. 
Eurole.x. 1999. pp. 47-99: M. GUZMÁN ZAPATER. "El pr1nclplo de reconocimiento mutuo: 
¿un nuevo modelo p= el Derecho lntemo.ctono.J pr1vo.do comunll:üio?". en RDCE. num 3. 
199S. pp. 137;170: M. FALLON. "Les conruts de lols et...::.:..:¡undlctions do.ns un espace 
économtque lntégre·. Recdcs Cours. vol. 253. 1995. p. 9· 282. esp. 154·155: M. WlLDERS· 
PI~ y X. LEWIS. "Les relo.tions entre le drolt communo.ut:llr<: et les regles de confllts de lols 
des États membres·. en Rev. Crit. Droil !nt. Privé. num 91. vol 1 y 2. pp. 1-37 y 289-313. 

24 Ane.xo. Excepciones al Art. 3: "Tal como se est:>.blece en el apo.rt:>.do 3 del o.rticulo 3. los 
apo.rto.dos 1 y 2 del articulo 3 no se apllco.r.l.n o. los ámbitos siguientes: derecho::~ de a utor. 
derechos :úlnes y derechos menclono.dos en lo. Directivo. S7 /54/CEE y .:n la Directivo. 
96/9/CE. o.si como a los derechos de propiedad Industrial: emiSt6n de moneda ~l~ctróntca 
por part~ de lnsUtucton.:s a lo.s que los Est:>.dos miembros ho.yo.n o.pl!co.do uno. de lo.s 
excepciones prev!sto.s en el o.po.rt:>.do 1 del o.rticulo S de la Directiva 2000 /46/CE: apo.rto.do 
2 del artículo 44 de la Directiva. 85/611/CEE: articulo 30 y titulo N de la Directiva. 
92/49 /CEE. titulo N de lo. Directivo. 92/96/CEE. o.rt!culos 7 y 8 de lo. Directivo. 
88/357 /CEE y o.rticulo 4 de la Directivo. 90/619/CEE: ltbertad de lo.s partes de elegir lo. 
legiSlación o.pltco.ble o. su contrato: obllgo.clones con tro.ctuo.les relo.tivo.s o. contro.tos cele­
brados por los consumidores: validez formal de los contro.tos por los que s.: creo.n o 
transfieren derechos en materio. d.: p ropiedad !nmobillar!a. en c:lSO de que dichos contro.tos 
estén sujetos a requisitos formo.Jes obl1So.tor1os en virtud de lo. l<:gtslac1ón del E::lto.do 
miembro en .:1 que este situado. la propl.:do.d lnmobilio.rlo.: llc1tud d.: las comunlcaclon.:s 
comerclo.les no sol!ctto.do.s por correo electrónico·. 

AUREUO LOPC-TARRUr;u..A MAimNCZ 

estrictas. compatibles con el Tratado. que las previstas en las mismas2s. 
No teni~ sentido aplicar. el control en ?rigen en una materia en la que 
se perm1te a los Estados un poner medidas más restrictivas que aquéllas 
establecidas en la directiva. 

Del mismo modo. los Estados miembros pueden restringir. por motivos 
incluidos en el ámbito coordinado. la prestación de algunos servicios. 
en particular cuando consideren que son contrarios al orden público. 
salud pública. seguridad pública o protección de los consuiiu.dores. 
Para ello será necesaria la notificación al Estado de oriaen de la 
situación y. en el caso de no hacer nada al respecto. la previa a~robación 
por la Comisión de las medidas a adoptar o. si son tomadas co~ carácter 
de u~gencia. su notificación posterior. Dichas medidas deben ser pro­
porciOnadas al objetivo que se trata de protegers. 

Por último. teniendo en cuenta que la finalidad de la Directiva es 
garantizar la· libre circulación de los servicios de la sociedad de la 
información a los prestadores establecidos en territorio comunitario. 
los Estados miembros son libres para imponer restricciones a las 
actividades de prestadores de servicios establecidos en terceros Esta­
dos27. 

Una vez cumplidos los requisitos legales establecidos por la Directiva. 
los prestadores de servicios dedicados a la venta de productos o sumi­
nistro de servicios a consumidores en Internet podrán empezar a ejercer 
sus actividades económicas cuyos ingresos. en la mayoría de los casos. 
provendrán de la conclusión de contratos con los consumidores. 

III. Concepto y características de los contratos celebrados por 
los consumidores en intemet 

Las transaccione~merciales que se integran en el concepto de ·con­
tratos celebrados por los consumidores en Internét" se caracteriZan oor 
su carácter "electrónico". su celebración ·a distancia". por tratai-se 
generalmente de contratos de adhesión o en los que se utilizan de 
condiciones generales de la contratación. y por la presencia de un 
consumidor. 

Por "contrato electrónico" se entiende aquel en el que. para su celebra­
ción. se utiliza algún medio de comunicación electrónica como Inter-

25 Asi. por ejemplo. el Art. 14 de lo. Directiva. 9 7/7 o él Art. S de la Dtrectlvo. 93/13. 
26 Vid. Art 3. p:'uro.!os 4. 5 y 6 de lo. Directiva 2000/31 y el Art. S de la LSSICE. 
27 Por .:so. ro.zón. el Art. 4 de la LSSICE est:>.blece la aplicación de sus disposiciones o. los 

prestadores de servicios esto.blecldos en terceros Esto.dos. 491 
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net2ó. Al igual que el resto de contratos. estas tran~acciones deben 
contener el consentimiento de los contratantes. un objeto Y una causa. 
En el ordenamiento español. de acuerdo con el Art. 1262 del Código 
Civil -modificado. como se verá. por la LSSICE-. el consentimiento se 
manifiesta por el concurso de la oferta y la aceptación sobre la cosa Y 
la causa que han de constituir el contrato. La particularidad. de los 
contratos electrónicos es que. tanto la oferta como la aceptacwn. son 
expresados por medios electrónicos. 

En estos contratos. la oferta puede estar dirigida al publico en general. 
mediante una pá"'ina web. o bien puede tratarse de una oferta individual 
realizada por co.;;eo electrónico u otro medio de comunicación electró­
nica one-to-one como el EDI -Electronic Da.ta. Intercha.nge-29

. El uso de 
este último medio queda limitado a la contratación entre empresas por 
lo que no es merecedor de nuestra atención en el presente trabajo. En 
los otros dos casos. el contrato puede ser concluido con consumidores. 

Además. se trata de un "contrato a distancia" en el sentido del Art. 2 .. 1 
de la Directiva 97/7: contrato celebrado sin la presencia física simultá­
nea del comprador y del vendedor. transmitiéndose la propuesta ~e 
contratación del vendedor y la aceptación del comprador por un medw 
de comunicación a distancia de cualquier naturaleza. En cuanto no se 
establece una lista de las técnicas de comunicación a distancia -para 
evitar que el avance tecnológico desfase la definición- se en~en~e que 
los contratos celebrados en Internet se incluyen en su amb1to de 
aplicación. 

Por la propia naturaleza del comercio electrónico. este tipo d~ contratos 
suelen ser contratos de adhesión en donde el empresano redacta 
unilateralmente las cláusulas del mismo y las pone en una págirla web 
junto a un formulario que el consumidor ~eb: rellenar. La posibilidad 
de neo-ociar los términos del contrato-es practicalnente nula. El consu­
mido; debe limitarse a aceptar~echazar las condiciones propuestas. 
En ocasiones. el simple "click" en un icono puede significar la ac~ptación 
del contrato y. consiguientemente. su perfeccionamiento. 

se requiere. en último lugar. que una de las partes t~nga la condición 
de -consumidor". La definición de este concepto vana de un ordena­
miento a otro. Desde una perspectiva comunitaria Y para evitar una 
irlterpretación divergente por los tribunales nacionales. se optó por 

28 Vid. M. A. MORENO NAVARRETE. Contratos electrónicos. Madrid-Barcelona. M::u-cial Pons. 

1999. pp. 33 y ss. id D 
29 En general sobre d uso de sistemas EDI en la contro.t.:J.ción entr e empresarios o . .. · 

ROWLAND y E. MacDONALD. Informatlon Techrtology Law. London- Sydney. ?avendtsh 
Publishtng Limlted. 1997. pp. 225-249: R. JULIA BARCEI.,Ó. Comercio electronico entre 
empresarios. Valencia. Ttr.mt lo Blanch. 2000. 

otorgar una definición autónoma: .toda persona física que actúe con un 
propósito ajeno a su actividad profesional30. En el ordenamiento espa­
ñol. el Art. 1.2 de la LDCU defme al consumidor "como las personas 
físicas o juridicas que adquieren. utilizan o disfrutan como destinatarios 
finales bienes muebles o inmuebles. productos. servicios. actividades o 
funciones [ ... ]". 

Independientemente de la definición adoptada. la justificación de la 
protección otorgada al consumidor reside en la posición débil que esta 
categoría de personas ocupan en la relación jurídica como consecuencia 
de la predisposición unilateral por el profesional de los términos del 
contrato y el mayor número de recursos económicos con los que éste 
cuenta para afrontar un litigio. 

Para evitar que esta situación degenere en un desequilibrio entre los 
derechos y obligaciones que se derivan del contrato en perjuicio del 
consumidor. el legislador comunitario ha adoptado una serie de normas 
referidas a los distintos aspectos del contrato celebrado por consumi­
dores en Internet: la oferta de los productos y servicios en Internet M. 
el perfeccionamiento del contrato (VI): su contenido (VII) y la ejecución 
de las obligaciones que se derivan del mismo MIIJ. Ahora bien. dichas 

·normas no sirven de nada en aquellos contratos que adquieren un 
carácter internacional si no se establecen límites a la facultad del 
profesional de elegir el Derecho aplicable al contrato (IV). 

IV. La ley aplicable a los contratos con carácter internacional 
y la naturaleza internacionalmente imperativa de las direc­
tivas comunitarias 

Tal y como se ha dicho. la naturaleza global de Internet conlleva que los . 
con~ tos celebrados por consumidores en Internet puedan adquirir~ 
carácter internacional. Asimismo. el propio establecimiento de la libre 
prestación de servicios de la sociedad de la irlformación y la irltroduc­
ción del euro facilita enormemente la celebración de contratos intra.co­
munttarios de consumo. 

En tales casos. resulta necesario determirlar cuál de las leyes conecta­
das con el contrato resulta aplicable. Para ello.losjueces de los Estados 
miembros de la Comunidad Europea aplicarán el Convenio de Roma de 
198031

. Si bien las normas generales de este irlstrumento permiten a 

3 0 Ar t. 2 b) Dlrecttva 93/13 y 2 b ) Dtrecttva 97/7. 
31 E l Convento de Roma tiene c:rricter un! versal pues. de acuerdo con el ::u-t 2, la ley deslgnada 

se apltcar:'l lncluso s t tal ley es la de un Estado no contratante. Sobre el Convento de Roma. 
de car:l.cter general. Vid. A·L. CALVO CARAVACA y J. CARRASCOSA GONZÁLEZ: -El 493 
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las partes elegir el Derecho aplicable al contrato -Art. 3-. se establece 
una disposición específica para los contratos celebrados por consumi­
dores en la que se limita extraordinariamente esa facultad. De nada 
servirla establecer una legislación material muy protectora si la norma 
de conflicto facultará al empresario a establecer la aplicación del-Dere­
cho de un tercer estado que no tuviera en cuenta los intereses del 
consumidor32• De acuerdo con el Art. 5 CR. es posible la elección de la 
ley aplicable o. dicho de otro modo. la inclusión por el prestador de 
servicios de cláusulas de elección de ley en el contrato de adhesión o 
las condiciones generales de la contratación. Ahora bien. la aceptación 
de la cláusula por el consumidor. no podrá tener como resultado privarle 
de la protección que le otorgan las normas imperativas de su Estado de 
residencia -Art. 5.2 CR-. En defecto de cláusula de elección. será 
aplicable la ley de la residencia habitual del consumidor -Art. 5.3-. 

La disposición. sin embargo. limita la aplicación de estas normas a los 
contratos celebrados a los consumidores pasiuos. es decir aquellos en 
los que *la celebración [ ... ] hubiera sido precedida. en ese pais. por una 
oferta que le haya sido especialmente dirigida o por publicidad. y si el 
consumidor hubiera realizado en ese pais los actos necesarios para la 
celebración del contrato" -Art. 5.2-33. 

La aplicación de estas condiciones a los contratos celebrados en Internet 
resulta complicada34. En primer lugar. por la dificultad de calificación 
que presentan muchos de los contratos celebrados en Internet en los 
que el objeto es una licencia de un derecho de uso sobre un bien 
inmaterial. El Art. 5 .1 se refiere exclusivamente a los contratos sobre 

Convenio de Rom:t sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales de 19 junio 1980" 
en A-L. CALVO CARA VACA y L. FERNÁNDEZ DE LA CANDARA. Contratos internacionales. 
Madrid. Tecnos. 1997. 

32 Vld. J.~- E. BALATE: "RelaUons tr:msfrontteres et consommatlon: quel(s) juge(s) ~ 
et quelle(s) lol(s)?" en Cahiers de Droit Européen. ñ• 3-4. 1990. p. 272 y ss. En la doctrtn:l 
española. E. ZABALO ESCUDERO: "Aspectos juridlcos de la protecCión :l.! consumidor 
contratante en el Derecho lnternacton:l.l privado" en Revista Espar1ola de Derecho Interna· 
dona!. vol XXXVII. l-1985. p. 129 y C. ESPLUGUES MOTA y G. PALAO MORENO: 'Las 
Comunidades Europeas y la protección de los consumidores· en Revista General del 
Derecho. 1993. p 6772: M• D. ADAM MUÑOZ: 'Los contr:ltos a diStancia celebrados por los 
consumidores en el Derecho lntemaelonal priVado comunit.ano· en Estudlos sobre Consu-
mo. Año XV. n• 52 2000. p. 37 y ss. 

33 El Art. 5.2 establece otr.lS dos situaCiones en las que resulta aplicable la disposición. No 
obstante. las mismas no resultan aplicables a los contratos celebrados en Internet. 

34 Vid. A-L. CALVO CARAVACAy J. CARRASCOSA GONZÁLEZ. Conjllctos de ley y conjlíctos 
dejurisdlcclón en Internet. Madrid. Cole:'C. 200 l: R SCHU: "The App!Jcable Law to Consumer 
Contracts Made over the Internet: Consumer Protectton through Prlv::>.te Internat!onal Law" 
In the Intema«onal Joumal ofLa.w and /nforma«on Technology. vol 5. n• 2. 1997. p. 192 Y 
ss: M. LEHMANN: "El comerCio electrónico y la proteccion del consumidor en Europa·. en 
Actas de Derecho Industrial y Derecho de autor. vol. XX. 1999. p. 207 y ss: P. STONE. 
"Internet Corusumer Conttacts :1nd European Prlvate lnternation:l.l Law". en Informadon 
and Communlcations Technology Law. vol9. 2000. p. lO y ss. 

bienes corporales y servicios. ¿Podria un contrato de licencia de un 
software que descarga una persona en su ordenador ser incluido en este 
precepto?35. En segundo lugar. por la necesidad de determinar si una 
página puede entenderse como "publicidad especialmente hecha en el 
Estado de la residencia el consumidor" en el sentido del Art. 5.2. En 
último lugar. por la dificultad de determinar. como establece el mismo 
párrafo. si el consumidor realizó los actos necesarios para la celebración 
del contrato electrónico desde el Estado de su residencia. 

Teniendo en cuenta la sustitución de la norma de competencia judicial 
internacional contenida en el Art. 13 del Convenio de Bruselas36 por el 
Art. 15 del Reglamento 44/200137. cuyo contenido está inspirado en el 
Art. 5 CR. debe interpretarse que cualquier contrato internacional de 
consumo celebrado en Internet. con independencia de su objeto. reúne 
las condiciones del Art. 5.2 -y. por lo tanto. el consumidor debe benefi­
ciarse de esta protección-. siempre que el profesional "ejerciere activi­
dades comerciales o profesionales en el Estado miembro del domicilio 
del consumidor o. por cualquier medio. dirigiere tales actividades a 
dicho Estado o a varios Estados. incluido este último. y el contrato 
estuviere comprendido en el marco de dichas actividades"3s_ 

En aquellos supuestos en los que el contrato celebrado en Internet no 
reúne las condiciones establecidas en el Art. 5.2 -contratos celebrado 
por consumidores actiuos- no se aplica la protección: la ley aplicable se 
determina a partir de las normas generales que admiten la autonomía 
conflictual -Art. 3- y. en su defecto. llevan a la aplicación de la ley del 
Estado donde está establecido el proveedor de servicios -Art. 4.2· . Ahora 

. bien. el legislador comunitario se ha ocupado de que los consumidores 

35 VId.. P. DE MIGUEL ASENSIO. Derecho priuado de Internet (3• Ed). Madrid. Cívttas. 2002. 
p. 408·409. 
Convenio d<: Bruselas de 1968 relativo a la compel~ JUdicial y a la ejecución de 
resoluciones en m:lterl:l cJvll y mercantil. (DOCE C 27. de 26 enero 1998. p. 1). 
El22 diciembre de 2000 se adoptó el Reglamento 44/200 1 relativo ala competencia judtci:l.l. 
el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judtc!ales en rn:lterla civil y mercantil 
(DOCE L 12. de 16 enero. p. 3) que desde el! de marzo del2002 ha sustituido al Convenio 
e.xcepto en las relaciones con Dinamarca. E. FERNÁNDEZ MASIA. ·contratos de consumo 
Y competenclajudiclal!ntern:~clonal en el Reglamento comunltar1o 44/ 2001". en Estudlos 
de Conswno. num 63. 2002. pp. 9·25: L. GILLIES. "A Revtew of the New JurtsdlcUon Rules 
for Electronlc Consumer Contracts w:!thln the European Unlon·. en Journal oflnformarton. 
Law and Technology. num l. 2001. accesible en htt¡¡· " '"lJ WlJrwfck ac uklj1lt/O! -! / ¡¡!­
~: S. FELIU ALVAREZ DE SOTOMAYOR. "La competencia judlc!:l.l!ntemacional y 
la ley :>pllcable :l los contr:>tos de consumidores por vía electrónica: una necesaria coordl· 
nación". Gaceta Juridlca. num 219. Mo.yo/Junlo 2002. pp. 61·73: M. FOSS y L. A. 
BYCRAVE. ·Internattonal Consumer Purchases through thc: Internet: Jurtscl1ct!onal 1ssues 
Pursuant to European Law". en Jntcmational Journal of La.w and Information Technology. 
vol 8. num 2. 2000. pp. 99·138: l. HEREDIA CERVAI'IITES. ·consumidor pasivo y comercio 
electrónico !nternacion:l.l a través de páginas web". en Revista Jurld.(ca de la Uniuersldad 
Autónoma de Madrid. num 5. 200 l. p. 77 y ss. 
Art. 15.3 del Reglamento 44/ 2001. antiguo Art. 13.3 del Convento de Bruselas. 495 
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residentes en la Comunidad no queden desprotegidos en estas situa­
ciones gracias a las directivas adoptadas en la materia: 97/7. 93/13 y 
99/44 entre otras. 

En primer lugar. en cuanto todos los Estados miembros deben incor­
porar esas directivas a sus Derechos internos el consumidor gozará de 
la protección que en ellas se establece siempre que el Derecho aplicable 
al contrato sea el de un Estado miembro. Sus disposiciones no son 
derogables por la voluntad material de las partes en cuanto. por 
mandato de las directivas. adquieren un carácter imperativo39. 

En segundo lugar. todos los tribunales nacionales están obligados por 
el Art. 7.2 CR a aplicar las normas internacionalmente imperativas de 
su propio Derecho. Dichas normas son aquellas que. en atención a los 
intereses que protege. el legislador nacional declara -a partir de una 
nonna de extensión- imperativamente aplicables a determinadas situa­
ciones internacionales con independencia de cuál sea el Derecho apli­
cable al contrato40. Además. el Art. 7.1 habilita a estos tribunales a dar 
efectos a estas mismas normas cuando vienen establecidas por el 
ordenamiento de un tercer Estado que presenta una vinculación estre­
cha con el contrato41 . 

Para asegurar la aplicación de las disposiciones de las directivas comu­
nitarias en aquellos casos en que la ley aplicable al contrato internacio­
nal celebrado por consumidores en Internet es la de un Estado no 
comunitario. el legislador comunitario ha otorgado un carácter inter­
nacionalmente imperativo a esas disposiciones. ·cuando el contrato 
presente un vinculo estrecho con el territorio comunitario--42 . De acuer­
do con las normas de incorporación de estas disposiciones a los orde­
namientos internos. los tribunales de los Estados miembros. están 
obligados a aplicar las directivas comunitarias en todos aquellos con­
tratos celebrados en Internet en que el conswnidor PQ!!ffe su residencia 
en un Estado miembro. 

La defectuosa incorporación de estas disposiciones a los ordenamientos 
internos puede frustrar. sin embargo. el objetivo comunitario inherente 
a esas directivas pues sus disposiciones pueden dejar de ser aplicadas 
en supuestos que presentan una estrecha vinculación con el territorio 
comunitario. Así ocurre en el ordenamiento español. 

39 El Art. 6 . 1 de la Directiva 93/13: Art. 12.1 de la Directiva 97/7: el Art. 7.1 de la Directiva 
99/ 44. 

40 Vid. T. C. HARTLEY. "Mandatory Rules In Intematlonal Contracts: The Common Law 
Approach". RecucU de La Haya. vo1266. 1997. pp. 337· 426. 

41 Esta disposición no resulta aplicable por los trtbunales de Alemania. Cran Bret:u1:J.. Irlanda . 
Luxemburgo y Portugal. Estos Es tados se reservaron el derecho de no :>pliC:J.r el Art. 7.1 en 
VIrtud del Art. 22. 

42 Art. 12.2 DlrectlV:J. 97/7. Art. 6 .2 Directiva 93/13 y Art 7.2 Olrectlv:J. 99/ 44. 

En primer lugar. se trata de Hormas que carecen de la claridad que 
precisa una cuestión ya de por si farragosa. Los supuestos en los que 
resultan internacionalmente imperativos los Arts. lO y 1 O bis LDCU 
-que incorporan la Directiva 93/13- viene establecida en el apartado 3 
delArt. l0 .bis43

. La Directiva 97/7 viene incorporada en el RD 1906/ 99 
y los Arts. 38 a 48 LOCM. La aplicación internacionalmente imperativa 
de las disposiciones del RD viene establece en su Art. 1.4 pero la LOCM 
no indica nada al respecto sobre sus normas por lo que deberá ser el 
juez. en el caso concreto. el que determine su aplicación internacional­
mente imperativa. Por último. el ámbito de aplicación internacional de 
la LGBC -que incorpora la Directiva 99144- viene establecido en su Art. 
1344

. La diversidad de leyes que deben ser consultadas y la ausencia de 
normas de e>..1:ensión en algún caso. dificulta la labor del juez compe­
tente facilitando el error a la hora de determinar su aplicación a los 
contratos internacionales celebrados por los consumidores en Internet. 

En segundo lugar. al contrario que otros legisladores de Estados miem­
bros que actúan en clave comunitaria -tal es el caso de Francia45 o 
Alemania46

- . el legislador español actúa en clave nacional. Con la 

43 En él se establece que estas dtspostctones serán aplicables ·cualquiera que sea la Ley que 
I:J.s partes hayan elegido p:J.ra regtr el contr:J.to, en los términos previstos en el articulo 5 del 
Coni/Crtío de Roma de 1980" como :>firm:J. M. V. CUARTERO RUBIO. la rem.lslón a l:J. 
dlsposlctón convencional estj. destinada exclusivamente :> dellm.lta- el ámblto espacial de 
la nornu pero no el ámbito material por lo que el Art. 10. b iS 3 LDCU debe entenderse 
:>piiC:J.ble a los contratos e.xcluldos dclArt. 5 CR VId. M. V. CUARTERO RUBIO. · c oment:J.rto 
a l Art. lO.biS 3 de !:J. LDCU". en R BERCOVITZ RODR!CUEZ-CANO (Coord). Comentarios 
a la Ley de Cond!cíoncs Generales de La Contratación. ?amplon:>. AranzadJ. 1999. pp. 795-
815, esp. 808. 

44 Los s upuestos lntem:>clonales en los que I:J.s d isposiciones de esta ley resultan apl!C:J.blcs 
VIenen est:>blecldos en su Art. 13. Ululado PWltos de conexión: "Las normas de protección 
de los consumidores contenidas en esta Ley ser:in aplicables. cualquiera que sea la Ley 
elegida por las p:J.rtes para regtr e l contenido cu:>ndo el bten h:~ya de utlllzarse. eJercitarse 
el derecho o reallzo.rsc la prestac.lón en alguno de los Estados miembros de l:J. UnJón 
Europe:>. o el contra~ hubiera celebrado total o parclalmenc.e e.n cualquiera de ellos. o 
una de las partes sea ciudadano de u n Estado m iembro de la Unión Europe:J. o presente el 
negocio Jurídico cualquier otr:J. conexión arúlog:~ o vín culo estrecho con el tenitorto de lo 
Unión Europea·. 

45 El Art. L 135 ·1 del Codc de la Consommaaon establece: "Nonobstant toutes st!pui:>Uon:. 
contr:J.Ires. les d tsposltlons de l'artlcle L-132- 1 sont :>pplic:>bles lorsque la lo! qul réglt le 
contrat est celle d 'un E tat n'app:~rtenant pas ~ l'ünlon européene. que le consomm:>teur 
o u le non-professtonnel a son domtclle s ur le temtorie de !'un des Etats membres de l'Unlon 
européenne et que le contrat y est proposé. conclu ou exécuté". 

46 E l Art. 29.a .. Introducido en la Ley de Introducción del código ciVIl a lemán (BCBI) por la Ley 
de 27 de JunJo de 2000. establece el ámbito de aplicación Imperativo de las normas de 
trat¡spos!clón de I:J.s dJrectlvas 93/1 3 y 9 7/7. Según el apartado l. siempre que las parte:. 
hayan elegido l:>ley de un tercer Estado. resultarán :>plicables las normas de trans posición 
de cualquter Esudo miembro con el que la sltu actón presenta u n vínculo est:'echo. Según 
el ap. 2 . se presume ese vínculo estr echo cu ando el contr:>to ha sido concluido :J. parttr de 
una oferta. publlcld:>d u otr:J. acUVIdad similar dtrigtda hacia un Estado comumtano y lo 
contrap:>rte tiene. en el momento de emtt1r la decl:>ractón de voluntad. s u resldenct::t 
habltu::tl en un Estado miembro. El texto en franccs con nota de P. LAGARDE se encuen trn 
en Rev. Crlt. D"oít /n t Prive. 2000. vol 89. pp. 924-929. 497 
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excepción del Art. 13 LGBC. en el resto de normas el carácter interna­
cionalmente imperativo se determinan en atención a la vinculación del 
supuesto con el territorio español. Esta circunstancia puede provocar 
que la desprotección del consumidor en supuestos incluidos en el 
ámbito de aplicación de las directivas. Así. por ejemplo. el Art. 1.4 del 
RD 1906/99 establece la aplicación de sus disposiciones cuando "la 
adhesión a las condiciones generales se haya efectuado en España". ¿Se 
protege al consumidor reside en España que adquiere un producto o 
servicio a través de un website desde su ordenador portátil mientras 
está esperando su avión de vuelta a casa en un aeropuerto extranjero? 
¿qué ocurre si el consumidor reside en Alemania. Francia o Bélgica? ¿no 
están las autoridades españolas obligadas a protegerlos?. La respuesta 
a estas preguntas debe ser afirmativa: en todos los casos se trata de 
situaciones con un vinculo estrecho con el territorio comunitario por lo 
que las directivas deben resultar aplicables. 

Para remediar este defecto y no incurrir en una infracción del Derecho 
comunitario. los tribunales deben actuar en clave comunitaria: es decir. 
deben corregir la norma en vía interpretativa a partir del contenido y 
objetivos de las directivas. Dicha actuación está amparada por el TJCE. 
Por un lado en la jurisprudencia consolidada sobre el principio de 
interpretación conforme: los efectos de las Directivas no se agotan con 
su incorporación al ordenamiento nacional. los jueces nacionales están 
obligados a interpretar la normativa de transposición. en toda la medida 
posible. a la luz de la letra y la finalidad de las directivas47. Por otro. en 
el famoso asunto Ingmar c. Eaton. en el que. preguntado sobre el 
carácter internacionalmente imperativo de las normas de transposición 
al Derecho inglés de la Directiva 86/653 sobre el contrato de agencia. 
el Tribunal de Justicia afirma la necesidad de extraer dicho ámbito de 
aplicación de acuerdo con la finalidad de la directiva y la necesidad de 
que sus disposiciones "se apliquen cuando la situación tenga una 
relación estrecha con la Comunidad[ ... ]. sea cual fuere la ley a la que 
las p~ hayan pretendido someter el. contrato"48. 

47 Por todas. uid. SSTJCE de 13 noviembre 1990. C-106/89. Ma.rleas!ng c. La. Comercial Rec. 
1990. pp. 4135 y ss: de 14 julio de 1994. C-91/92. Fa.ccini Dori c. Recreb. Rec. 1994. pp. 
l-3325 y ss: y de 27 junto de 2000. C-240 a 244/98. Ocea.no Gn.tpo c. Rocio Murciano. Rec. 
2000. pp. 1-4941. 

48 ST JCE de 9 noviembre 2000. C-381 /98, Ingma.r c. Ea.10n. Rec 2000. pp. 1-9305 y ss. Vid. 
A. FONT 1 SEGURA. 'ECJ 9 Novc:mber 2000-C-381/98. lngmo.r GB Ltd v. Eaton Leon:1rd 
Technologtes Jnc·. en The Europeo.n Lega.! Forwn. num 3. 2000. 1/3. pp. 178-179: ID .. 
·Reparación indemn!zatorta t.ras la extinción dd contrato internacional de agencia comer­
cial: imperatlvidad pollédrtca o el mito de Zagreo·. en RDCE. 2000. pp. 259-279: L. IDOT. 
nota en Reu. Cric. Droil. Int. privé. 2001. p. 107: Nota de W-H. ROTH en CNILR. vol 39. 2002. 
pp. 369-383: J. MASEDA RODRlGUEZ. 'Ley aplicable y protección de agentes comerc1ales 
establecidos en la Comunidad'. en La. Ley. num 5298. 30 abrt1 2001. p. 1 y ss: M. MORÁN 
GARClA. nota en AED/Pr. vol 3. 2003, en prensa. 

En defmitiva. por una vía -Art. 5.2- o por la otra -Art. 7-. el consumidor 
residente en la Comunidad Europea siempre va a <tozar en sus contratos 
internacionales de software de la protección que 1; ofrecen las directivas 
comunitarias en la materia. Como se ve a continuación. los aspectos 
regulados por esas normas están referidos a las distintas fases del 
contrato celebrado por los consumidores en Internet. 

V. Oferta de productos y servicios en intemet. Las comunica­
ciones comerciales 

La aparición del comercio electrónico como nueva forma de hacer 
negocio~ conlleva. a su vez. la aparición de formas de marketing y de 
promoc16n de productos y servicios adaptados al mismo: pop-ups win­
dows. banners. spamming. Como hemos dicho antes. las ofertas pueden 
ser realizadas en páginas web o por correos electrónicos. 

La novedad de estas prácticas, unida a la agresividad de las mismas. 
ha cogido por sorpresa a los distintos ordenamientos de los Estados 
miembros. muchos de los cuales no cuentan con una normativa ade­
cuad~ para su regulación. Esta circunstancia puede conllevar prácticas 
abus1vas por parte de los prestadores de servicios. Por esa razón. la 
Directiva 2000/31 ha adoptado normas especificas en materia de 
comun_icaciones comerciales electrónicas para otorgar una respuesta 
armomzada a nivel comunitario. De manera adicional. a la hora de 
ofertar sus productos o servicios. los prestadores de servicios deben 
tener en cuenta la normativa general existente sobre publicidad. 

El análisis de las ofertas. debe llevarnos a examinar. cuatros grupos de 
normas íntimamente relacionadas y que. en ocasiones se solapan: las 
normas referidas a la obligación de información preyia para este tipo de 
contratos (l) .. las_normas gene_rales sobre ~blicidad (2). las normas 
~o~re com1amcac10nes comerc1ales realizaoas en Internet [3) y. por 
ultimo. las normas sobre comunicaciones comerciales no solicitad<:ls o 
spamming [4). · 

l. Obligación de información previa 

Como nos da a entender la oración que abre el Par. 1 del Art. 5 de la 
Directiva 2000/31. aquellos proveedores cuyos servicios consisten en 
la contratación en linea del suministro de productos o la prestación de 
servicios. puesto que su actividad queda incluida en el ámbito de la 
Directiva 97/7. deben cumplir con los requisitos adicionales estableci­
dos en la misma. Dice el Art. 4 de esta Directiva -incorporado al Derecho 
español en el Art. 40 LOCM y el Art. 2 RD 1906/99- que. previamente 499 
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a la celebración de un contrato a distancia. y con la antelación suficien­
te. el proveedor debe hacer accesible al consumidor la siguiente infor­
mación en relación a los productos o servicios ofertados: 

- características esenciales del bien o del servicio: 

- precio del mismo incluyendo todos los impuestos: gastos de entre­
ga: 

- modalidades de pago. entrega o ejecución: 

existencia de un derecho de resolución: 

- coste de la utilización de la técnica de comunicación a distancia: 

- plazo de validez de la oferta o del precio: 

- cuando sea procedente. la duración mínima del contrato cuando 
se trate de contratos de suministro de productos o servicios 
destinados a su ejecución permanente o repetida. 

Esta obligación de información previa impuesta al empresario se justi­
fica por la necesidad de permitir al consumidor adoptar una decisión 
meditada sobre la adquisición del producto o el servicio. Constituye una 
de las obligaciones esenciales a cargo del vendedor-49 . Gracias a Internet. 
dicha información puede ser suministrada de una manera fácil y poco 
costosa. De hecho. algún autor ha resaltado que la capacidad de 
información del consumidor se ve reforzada e!l virtud de la interactivi­
dad propia de la red 5°. 

Para asegurarse el cumplimiento de la obligación y evitar malentendidos 
sobre si el consumidor pudo o no tener conocimiento de la información. 
es aconsejable recoger los datos establecidos por el Art. 4 en una página 
que el consumidor debe pasar necesariamente en el proceso de conclu­
sión del contrato. o a la que se acceda a trávés de un hipervinculo que 
no deja lugar a dudas de su finalida'CF'" 

Nada se dice en la Directiva en relación a la lengua en la que debe ser 
redactada la información previa por lo que el establecimiento de exigen­
cias adicionales sobre esta cuestión utilizar queda en manos de los 
legisladores nacionales51 . La regla general. sin embargo. es que el 
idioma que el que se presenta esa información no es un obstáculo para 

49 Vid. L. BERNARDEAU. "La Dtrect!ve Communo.utatre 97/1 en matlere de contrats a 
d!Stance· . en Ca.h1ers dcDroitEuropccn. 2000. n• 1-2. p. 127-128. 

50 Vid. J. M. CENDOYAMÉNDEZ DE VICO: "La protección delos consu midores·. en R. MATEU 
DE ROS y J.M. CENDOYA MÉNDEZ DE VICO (Coords). Derecho de Internet. Contratación 
electrónica y Firma DigitaL Ed. Aranzadl, 2000. p. 135. 

51 Vid. M. TROCHU: "Protectlon des consommo.teurs en mauere de contro.ts il. d!stance: 
dtrectlve n• 97/7 CE du 20 mal 1997, Rccueil Datloz Chron1ques. 1999- n• 17. p. 180-181. 

la celebración del contrato52. Tan sólo Francia poseía una disposición 
al respecto: el Art. 112-8 del Code de la consommation que. secsún la 
redacción introducida por la Ley Toubon de 4 de agosto de 

0

1994. 
sancionaba la falta de utilización del idioma francés para la designación. 
oferta. presentación y condiciones de uso de los productos y servicios. 
Como el propio Consejo de Estado francés puso de manifiesto. la 
disposición resultaba completamente inapropiada para un mercado 
como el de Internet en el que resulta imposible limitar el acceso a las 
websites a un Estado determinado53. En la actualidad. dicha norma 
está derogada54 como consecuencia. en parte. de dos sentencias del 
Tribunal de Justicia declarando la incompatibilidad de este tipo de 
legislación con las libertades de circulación: los objetivos perseguidos 
por esas normas -la protección de los consumidores franceses- se 
pueden lograr por otros medios que no obstaculizan tanto el funciona­
miento del mercado interior55. 

2. Normativa general sobre publicidad 

Las ofertas realizadas por los prestadores de servicios deben también 
t~?er presente las obligaciones y restricciones impuestas por la legisla­
CJOn general sobre publicidad. Así. a nivel comunitario será necesario 
tener en cuenta la Directiva 84/450/CEE del Consejo. de 10 de sep­
tiembre de 1984. relativa a la aproximación de las disposiciones legales. 
reglamentarias y administrativas de los Estados Miembros en materia 
de publicidad engañosa56 y sus modificaciones posteriores57 . así como 
la relativa a indicación de precios58. A nivel nacional resultará aplicable 
la Ley 34/1988 General de Publicidad59 y sus modificaciones posterio­
res. 

52 En el ~cho espatiol. se puede deduCir que no existe una obligación de presenl:>.r lo. 
tnformac10n en el td loma del consumidor. pues d A."t. 3 del RD 1906/99 establece que lo. 
conftrmac!6n postenor o. la conclusión del contr:>.to puede ser envtado. en el idioma del 
consumidor o "en el ut!lizado por el pred!sponeme paro. hacer la oferto.·. 

53 Vid. CONSEIL D'ETAT FRANCÁ.IS. Internet ec les reseaux r.umcriques. 1998. pp. 35-38 . 
Disponible en htt:p·//www 1ntern~r ctf'llly francof:.;/t ... "';..;te-.r,...flropr""9R/arcn,..H htm· C. OI­
ROT. User protcction in IT contraer. Kluwer. La Haya. 2000. p. 326- 329. 

54 Ho. s ido derogado por la l.<::)' num 2001-420 de 15 mayo 2001 (Journ:>.J Off!c!d 16 mayo 
2001). 

55 SSTJCE de 12 sepl!embn: 2000. C-366/98. Geo.Ifry c. Casino. Rec. 2000. pp. I-6579 y ss: 
de 3junio 1999. C-33/9i. CoLime. Bigg ContinentNord. Rec. 1999. pp. I-3175. 

56 DOCE L 250/17 de 19 de septiembre 1984. 
57 DtrecUvo. 9i /55/CE del Parlamento Europeo y del Con,;ejo de 6 de octubre de 1997 por la 

que se modifica 1:>. Directivo. 84/450/CEE sobre publ!c!dad eng::uiosa. o. fin de incluir en la 
mismo. la publtcido.d compo.ral!va (DOCE L 290/18 de 23 de octubre 1997). 

58 Directivo. 98/6/CE del Parlamento Europeo y dt:l Consejo de 16 de febrero de 1998 relatJvo. 
a lo. protección de los consumido re,; en materia de tndtcac1ón de los precios de los productos 
ofrecidos:>. los consumidores (DOCE L 80/27 de 18 de marzo 1998). 

59 BOE num.274, 15 de noviembre 1983. 501 
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De acuerdo con el principio de control en origen. el prestador de 
servicios deberá ajustar la publicidad realizada en su pág¡_na web ~ la 
le""islación del país donde está establecido. Ahora bien. el prus de destino 
p;drá impedir la realización de cierto tipo de publicidad ~ un pre~ta~or 
de servicios e-xtranjero de acuerdo con un motivo exclllldo del ~b1to 
coordinado o motivado en las razones de orden público establecidas en 
el Art. 3.4. Es fácilmente e)l:trapolable a los servicios de la sociedad de 
la información la jurisprudencia del Tribunal de Justicia ace~ca de la 
Directiva de Televisión sin Fronteras. De acuerdo con la rmsma. la 
Directiva 2000/31 no impediría a un Estado. en aplicación de su 
legislación sobre protección del consumidor. adoptar medidas _c_ontra 
un anunciante siempre que las mismas no afecten a la prestacwn del 
servicio de la sociedad de la información como tal60

. 

Por esta razón. se ha afirmado la n ecesidad de estudiar meticulosamen­
te los perfiles de la publicidad realizada en página web. Cuando una 
persona oferta sus productos o servicios en Internet. debe tener presen­
te que la misma es accesible desde cualquier lugar del_ mundo.~ oferta 
va diri!tida a un colectivo in ternacional de usuanos. con diversas 
cultura~ y diferentes grados de exigencia en cu anto a calidad . La oferta. 
debe adecuarse a un mercado mucho más heterogéneo. con perfiles que 
pueden llegar a ser opuest~s. a los que _consideramos f~liare~. _Incluso 
puede que la propia pubhcidad de Ciertos producto~ o serviCIOS esté 
permitida en ciertos paises. y en otros no . 

La Comisión Europea tiene la intención de eliminar los obstáculos que 
pueden encontrar las empresas a la hora de realizar sus promoci_ones 
de unos Estados a otros a partir del establecimiento de un régunen 
jurídico unificado. En este sentido. a mediados de 2003 se presentó la 
Propu esta de Directiva sobre prácticas desleales en l?s contrat?s cele­
brados por los consumidores que deroga parcialmente a la Directiv~ 
84/45061. En ella se establece una prohibí~ general de las prácti­
cas desleales -Art. 5- y se sancionan las prácticas enganos~s o 
ao-resivas -Art. 6 a 9-. Su Art. 4 establece el principio de control en 
ortgen: los proveedores deben cumplir. exclusivamente. con las no~­
mas establecidas por Estado miembro donde poseen su estableci-
miento permanente. 

60 STJCE de 9 julio I997. C·34. 35. 36/95. Konsumeruombudsmanncn c. De Agost(n! Y otros. 

Rec. 1·3843. . . thc 61 Propos:>.l tor ::\ Direcuve concernlng unf:lir bustness-to-consumer come reloJ pracuco m 
lntem:ll M:lrket :lnd =ending directlves 84/450. 97/7 and 98/27 (the Unf::\lr Comerci:ll 
Pro.ct!ces D1rectlve), Doc COM(2003) 356 final. 

AUR&t.IO LoPt:Z-TAARL:CLJ.A MARTtNa: 

3 . Comunicaciones comerciales en página web. 

Se entiende por comunicaciones comerciales toda forma de comunica­
ción destinada a promocionar. directa o indirectamente. bienes. servi­
cios o la imagen de una empresa o entidad62. Se trata de un término 
que engloba tanto la simple publicidad de una marca o el catálogo 
incluido en una página web cuanto las ofertas de promoción (ventas con 
regalo. rebajas. descuentos ... ). No se consideran comunicaciones co­
merciales el nombre de dominio. una dirección de correo electrónico o 
un hipervinculo sin contraprestación económica. es decir. todo aquello 
que no tenga como finalidad promocionar un producto o servicio sino 
otorgar una información de carácter objetivo. 

Con el fin de proteger al consumidor de los abusos o enganos a los que 
pueden llegar los empresarios en el u so de estas comunicaciones 
comerciales en Internet. el Art. 6 de la Directiva 2000/31 exige que las 
mismas y la persona en nombre de la cual se hacen sean claramente 
identificables. Además. en el caso de que se trate de ofertas de promo­
ción o concursos o juegos de promoción deberá hacerse fácilmente 
accesible al consumidor las condiciones para beneficiarse de ellas y las 
condiciones para participar en ellos. 

Dicha disposición ha sido incorporada al ordenamiento español en el 
Art. 20 LSSICE y. debe entenderse que deroga por su carácter especial 
a los Arts. 40 y 41 de la LOCM y los artículos 8 y 9 LDCU que resultan 
aplicables en aqu ellos casos en que la comunicación comercial no se 
realiza por medios electrónicos. 

Debe tenerse en cuenta la existencia de una propuesta de Reglamento 
relativo a las promociones de ventas en el mercado interior63 que. con 
carácter general. establecerá un régimen unificado de los requisitos que 
deben reunir las comunicaciones comerciales que llevan aparejadas un 
"descuento. obsequio. pnma o la oportunidad de oarticipar en :m 
concurso o juego"~- 2 d) y Ane-xo-. 

4. Oferta realizada por correo electrónico. Comunicaciones comer­
ciales no solicitadas. 

El comerciante internauta también puede intentar llegar a sus clientes 
mediante el spamming, técnica de marketing consistente en el envio 
indiscriminado de e-mails a miles de direcciones de ¡ articulares. Esta 
técnica está más desarrollada en aquellos paises con legislaciones poco 

62 Art. 2 (e). 
63 DOCE C 75/ E de 26 m:lrzo 2002. 503 
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protectoras en materia de protección de datos personales como EEUU. 
Hay empresas dedicadas a la gestión de estos datos. las cuales actua­
lizan y organizan sus bases de datos según los perfiles de los usuarios. 
para utilizarlos en la promoción de productos d'e empresas-clientes o 
bien para venderlos. 

El Art. 7 de la Directiva 2000/31 se encarga de regular esas comunica­
ciones comerciales no solicitadas. En primer lugar. establece que dichas 
comunicaciones deberán poder ser identificadas como tales de forma 
clara e inequívoca en el momento mismo de su recepción por el desti­
natario. La manera más eficaz para ello es obligando a que el publicista 
incluya la palabra "publicidad" en el asunto del correo electrónico64. De 
esta manera. siempre que el destinatario reciba nuevos e-mail.s no 
deseados. si no desea visualizar la oferta o recargar la memoria de su 
ordenador con esos mensajes. puede eliminarlos lirectamente sin 
necesidad de abrirlo o bien activar el sistema de filtrado65 . 

En segundo lugar. la regulación de las comunicaciones comerciales no 
solicitadas queda excluido del ámbito coordinado de la Directiva por 
mención expresa en el Anexo II. por lo que los Estados tienen libertad 
para tomar las medidas que estimen necesarias para controlar estas 
actividades. La gran mayoría de Estados miembros han adoptado el 
llamado sistema ·opting-in" -Art. 21 LSSICE-: se prohibe el envio de 
estas comunicaciones si previamente no han sido solicitadas o expre­
samente autorizadas por los destinatarios de las mismas. Asimismo. el 
proveedor de servicios debe habilitar procedimientos sencillos y gratui­
tos para que estas personas puedan revocar el consentimiento que 
hubieran prestado -Art. 22 LSSICE-66• 

VI. Perfeccionamiento del contrato 

Como cualquier otra tr?-nsacción. el perfeccionamient~l contrato 
electrónico implica el concurso de una oferta y una aceptación. En el 
capitulo anterior hemos estudiado cómo se pueden realizar las ofertas 
en Internet. Nos corresponde ahora abordar una serie de preguntas 
referidas al perfeccionamiento del contrato. El hecho de que estos 
contratos se celebren a distancia. con una diferencia temporal entre la 

64 En el Art 20 LSSICE se establece que la palabra ·publicidad" debt:r:i ser Incluida al comienzo 
del mensaje. lo que·nos parece Inapropiado. 

65 En este sentido A. MART1NEZ NADAL: "Protección del consumidor en la Propuesta de 
Directiva sobre determinados aspectos del comercio electrónico·. c:n Cuadernos de Derecho 
y Comercio. n• 29 . Septiembre 1999. p. 142. 

66 El envio de comunicaciones comc:rclalc:s no :>Ollcltadas ha sido objeto de sanción en Franela 
por el Tribunal de Grande Instance de Parls en la Ordonnance de référé de 15 de enero de 
2002. Dispontble en http· 1 twww fon1m1ntrrnct or~"~'. 
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oferta y la aceptación. y porvia electrónica. levanta cierta incertidumbre 
en relación a: 

- la propia validez del contrato perfeccionado por medios electróni­
c.os: 

- el momento de perfeccionamiento: 

- y el lugar de celebración del contrato electrónico. 

l. Admisión del contrato electrónico. 

Sin duda alguna. es éste unos de los aspectos de los contratos celebra­
dos por los consumidores en Internet que mayores problemas presenta. 
Además. la exigencia de ciertos requisitos formales en las legislaciones 
estatales puede impedir la celebración de un contrato on lineo provocar 
inseguridad sobre su validez o legalidad. Más aún en el caso de contra­
tos con un elemento internacional en los cuales el proveedor de servicios 
puede desconocer el contenido de la ley del Estado de residencia 
habitual del consumidor que. generalmente. resultará aplicable al 
contrato. 

En este sentido. resulta muy frecuente que los ordenamientos jurídicos 
. establezcan disposiciones imperativas e..xigiendo la constancia por es­
crito del contrato celebrado por consumidores. Tal es el caso del Art. 4 7 
de la LOCM que establece la necesidad de que el comprador haya 
recibido. a la ejecución del contrato. información escrita de una serie 
de datos referidos al producto o servicio adquirido. el proveedor y el 
derecho de desistimiento que le asiste. Se considera que la constancia 
del contrato por escrito incrementa el nivel de protección del consumi­
dor al. facilitarle el acceso a la información sobre sus derechos y 
obligaciones en el marco del contrato. Ahora bien. el cumplimiento de 
estos requisitos en los contr~ celebrados en Internet es franca:'·nente 
dificil -sino imposible- para los profesionales. Por esa razóñ. para no 
obstaculizar la implantación del comercio electrónico en el mercado 
interior. la Comunidad Europea. ha adoptado una serie de medidas 
destinadas a adaptar. de manera armonizada. estas normas al entorno 
digital. 

En primer lugar. el Art. 9 de la Directiva sobre comercio electrónico 
empieza estableciendo la admisión con carácter general del contrato 
electrónico: "Los Estados miembros velarán porque el régimen jurídico 
aplicable al proceso contractual no entorpezca la utilización real de los 
contratos por via electrónica. ni conduzca a privar de eficacia y de 
validez jurídica a este tipo de contratos en razón de su celebración por 
vía electrónica·. Para cumplir con esta disposición. los Estados miem­
bros deberán adaptar los requisitos formales que no puedan cumplí- 505 
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mentarse por vía electrónica o que generan inseguridad por poder ser 
interpretados de manera ambigua. Así. por ejemplo. el Art. 23.3 de la 
LSSICE establece que "siempre que la ley exija que el contrato o 
cualquier información relacionada con el mismo conste por escrit <;>. este 
requisito se entenderá satisfecho si el contrato o la información se 
contiene en un soporte electrónico .. 67• 

Asimismo. los Arts. 4 y 5 de la Directiva 97/7 -incorporados al ordena­
miento español por los Arts. 2 y 3.1 RD 1906/99 respectivamente­
reflejan como el legislador comunitario va adaptando la legislación en 
materia de consumo al entorno digital. El primero de ellos establece que 
la información previa debe proporcionarse al consumidor "mediante 
cualquier medio adecuado a la técnica de comunicación a distancia 
utilizada", mientras que el segundo -que deroga al Art. 47 LOCM para 
la contratación electrónica- indica que "el consumidor deberá recibir 
confirmación por escrito o mediante cualquier otro soporte duradero a 
su disposición" de los datos del contrato. 

En segundo lugar. la Directiva 2000/31 ha establecido una serie de 
cautelas para evitar los problemas acerca de la validez y perfecciona­
miento del contrato que se pueden derivar de las novedosas modalida­
des de manifestación del consentimiento que se han generalizado en 
Internet. En principio. los contratos de consumidores celebrados por 
medios electrónicos se pueden perfeccionar de dos maneras diferentes: 
mediante el envio de un e-mail al ofertante-empresario expresando la 
aceptación de la oferta. o rellenando el formulario de pedido que nos 
ofrece el empresario en una página web seguido de un click en un icono 
que indica "Aceptar". En este segundo caso. el simple hecho de hacer 
"click" conllevará la aceptación de los términos del contrato. Son los 
llamados click-wrap o web-wrap agreements. nombre adoptado por su 
similitud de funcionamiento con las shrirtk-wrap 1icenses utilizadas 
para otorgar licencias de uso de programas informát·cos. ........ 
El Art. 10 de la Directiva 2000/31 -Art. 27 LSSICE- impone al comer­
ciante la obligación de informar al consumidor de manera clara. com­
prensible e inequívoca. antes de iniciar el procedimiento de contrata­
ción. sobre los siguientes e>.."tremos: 

67 En atención al contenido de Interés público de ciertas relaciones contractuales. el Art. 10.2 
de la Directiva 2000/ 31 facult:>. :>los Est:>.dos miembros :>. no :lpl!c:>.r 1:>. d!spostclón anterior 
:>. los siguientes contr.ltos: los que requieren la lntenrenclón de fed:>.t:>.rio públ!co: los que. 
p:lr:l ser vál!dos. debo.n reg!str.lrSe mte una :>.utor1dad públle:>.: los sujetos :>.1 Derecho de 
familia: y los s ujetos al Derecho de sucesiones. El legiSlador esp:>.flol. h:lclendo uso de est:>. 
habtl!t:>.clón, e.xcluye la :>.pltcactón de su Art. 23 a todas est:l.S e:>.tegorias -Art. 23.4-. 

- los distintos trámites que h~y que seguir para celebrar el contrato: 

- si el documento en el que se formaliza el contrato se archiva y si 
este va a ser accesible: 

- los medios técnicos puestos a disposición para id •ntificar y corregir 
errores en la introducción de los datos: 

- la lengua o lenguas en que puede formalizarse el contrato. 

Se garantiza así que el consumidor entiende dicho proceso y que expresa 
su consentimiento sin reservas. La inclusión de esta información en 
una página que el consumidor debe consultar necesariamente ante de 
proceder a celebrar el contrato impide que éste pueda argumentar que 
desconocía las consecuencias que se derivaban de un determinado acto 
-léase. cliquear en un icono que dice ·r Accept"-. También cumple con 
esta disposición el proveedor de servicios que incluye dicha información 
en una página diferente siempre que el hipervinculo a través del cual 
se accede a la misma es suficientemente inequívoco. 

2. Momento y lugar de perfeccionamiento del contrato electrónico . 

En un principio. el Art. 11 de la Directiva 2000/31 estaba destinado a 
establecer una solución armonizada del momento de perfeccionamiento 
del contrato electrónico pero. finalmente. las grandes divergencias entre 
las legislaciones de los Estados miembros y la supuesta poca afectación 
de esta cuestión en el funcionamiento del mercado interior limitaron el 
contenido de la disposición. 

Se trata de un precepto pensado para los web-wrap agreements. en el 
que se establece la obligación de los prestadores de servicios de enviar 
un acuse de recibo del pedido del destinatario sin demora indebida y 
por vía electrónica -correo electrónico- . De es~anera el consu"llidor 
puede tener cónstancia de que el contrato se ha perfeccionado. Dicho 
acuse puede derivarse de los propios actos del prestador de servicios 
como. por ejemplo, empezar la descarga de la información: programas 
de ordenador, videojuegos o cualquier otro bien en formato digital68• En 
el Art. 28.1 de la LSSICE se otorga hasta un má.:·<imo de 24 horas para 
enviar ese acuse de recibo. 

Asimismo. se puntualiza que se considerará que se han recibido el 
pedido y el acuse de recibo desde el momento en que 'as partes pueden 
tener acceso a los mismos. es decir. desde el momento en que el correo 
electrónico o el formulario de pedido han llegado al ordenador servidor 

68 Constder:mdo 34. 507 
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de su destinatario. Esta disposición. que posee una gran relevancia para 
determinar el momento de perfeccionamiento del contrato en ciertos 
ordenamientos. implica que no es necesario que el destinatario del 
mensaje haya tenido un conocimiento efectivo del mismo para enten­
derse recibido. Así. por ejemplo. el legislador español considera que el 
destinatario puede tener constancia de esos mensajes de datos desde 
que ha sido almacenado "en el servidor en que esté dada de alta su 
cuenta de correo electrónico. o en el dispositivo utilizado para la 
recepción de comunicaciones" -Art. 28.2 LSSICE-. 

Ninguna de las estipulaciones del Art. 11 permite extraer el momento 
de perfeccionamiento del contrato celebrado por los consumidores en 
Internet. Tal y como hemos dicho. dicha cuestión fue excluida del 
ámbito de.la Directiva y su regulación queda en manos de los Estados 
miembros. Se trata de un aspecto del contrato de gran relevancia. 
puesto que de él depende la transmisión de riesgos en la compraventa. 
la fmalización del plazo para la revocación de la oferta y el comienzo de 
ciertos plazos para el ejercicio de los derechos que la ley concede de 
manera imperativa al consumidor. Su respuesta requiere tener en 
cuenta. en primer lugar. la calificación de la información que se ofrece 
en página web como ofertas o como meras invitaciones y. en segundo 
lugar. si el contrato se entiende celebrado desde el momento en que se 
envia la aceptación o desde el de su recepción. 

Respecto del primer problema. debe tenerse en cuenta que en unos 
paises la publicidad de productos o servicios realizada en páginas web 
es considerada como oferta. mientras que en otros es considerada como 
una invitación a negociar69. En el primer caso. la respuesta del consu­
midor a la oferta. bien por e-mail. bien haciendo "click". constituirá una 
aceptación y. por consiguiente. el contrato se habrá perfeccionado. En 
el segundo caso. la respuesta del consumidor a la invitación para 
negociar -el click- constituirá una oferta. y. por tanto. se requerirá la 
respuesta del comerciante par~ e el contrato se perfeccione. Solo una 
vez determinado este extremo puede entrarse a determinar el momento 
de perfeccionamiento del contrato. En el ordenamiento español. de 
acuerdo con el Art. 40. LOCM. se considerará que existe una verdadera 
oferta cuando la información de la página web incorpore la expresión 
cierta e inequívoca de los elementos esenciales del contrato: identifica­
ción del oferente. características y precio del producto o servicio. mo­
dalidades de ejecución y forma de pago. y plazo de validez de la oferta. 
Para evitar resultados no deseados se recomienda quP. el proveedor que 
sólo quiere realizar invitaciones a negociar establezca e>-."Presamente en 

69 Vid. Una excelente explicación sobre el ststema an¡;losajón en C. GRINGAS. Thc Laws of 
thc Internet. London-Edlnbur_gh-Dublin. Butterworth. 1997 . Sobre el Derecho alemán. vid. 
M. LEHMANN. op cit 

el sitio web que no quedará vinculado por la comunicación del consu­
midor sin su posterior aceptación70 . 

Respecto del segundo problema. en contratos entre ausentes e-xisten 
distintas teorias sobre el momento de perfeccionamiento del contrato: 
cuando el oferente tiene conocimiento de la aceptación. cuando la recibe 
o cuando el aceptante envia la aceptación71 • En el ordenamiento espa­
ñol. se ha aprovechado la incorporación de la Directiva 2000/ 31 para 
modificar la norma del Código Civil -y las del Código de comercio si bien 
estas no nos interesan para el presente trabajo- que regula esta cues­
tión. De acuerdo con la nueva redacción otorgada por la Disp. Adicioné'J 
4a LSSICE al Art. 1262.2 CC. el contrato se entenderá celebrado "desde 
que el oferente conoce la aceptación o desde que. habiéndosela remitido 
el aceptante. no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe". Asimismo. se 
establece que "en los contratos celebrados mediante dispositivos auto­
máticos hay consentimiento desde que se manifiesta la aceptación". En 
mi opinión. los sitios web deben considerarse como "dispositivos auto­
máticos" en cuanto están preprogramados por el proveedor de servicios 
para archivar los pedidos. En consecuencia. si la información otorgada 
en la página web se considera una "oferta". desde el momento en que el 
consumidor realiza el click existe consentimiento. La solución. en mi 
opinión. puede ser generadora de conflictos: ¿qué ocurre si enviada la 
aceptación. el proveedor no tiene más productos de los solicitados por 
el consumidor?. En principio. se puede considerar que. aunque el 
proveedor inmediatamente ponga esta circunstancia en conocimiento 
del consumidor. existe un incumplimiento contractual. Parece una 
solución más lógica que incrementa la seguridad juridica de estas 
transacciones. considerar que el contrato se perfecciona cuando el 
"dispositivo automática· -el web site- haya enviado un acuse de recibo. 
De nuevo. para evitar resultados no deseados. en cuanto el Art. 1262 
CC ti~ne_un carácter dispositivo. el proveedor puede recurrir a mensajes __ 
e~l sitio web que establezcan la necesidad de su posterior aceptación- · 
para que el contrato se entienda -perfeccionado. ~ 

El Art. 29 de la LSSICE regula el lugar de perfeccionamiento del contrato 
electrónico. Según reza su párrafo primero. aquellos contratos en los 
que intervenga un consumidor se presumirán celebrados en el lugar en 
que éste tenga su residencia habitual. Se trata de una cuestión que. en 
la actualidad. carece de una especial trascendencia práctica. S i en 
principio pudiera pensarse que la determinación del lugar de celebra­
ción podría tener cierta relevancia para el Derecho internacional priva­
do. dicha pre-ocupación queda diluida desde el momento en que dicho 

70 Vid. P. DE MIGUEL ASENSJO, Op cit.. 2002. p. 329 y ss. 
71 Vid. P. DE MIGUEL ASE;o.JSIO. Op.cít. 2002. p. 336 y ss. 509 
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elemento del contrato no es utilizado por ninguna norma para determi­
nar la competencia judicial internacional o el Derecho aplicable a los 
contratos internacionales celebrados por consumidores. En cambio. si 
puede tener relevancia en el ámbito meramente doméstico para deter­
minar la competencia territorial72 . 

VII. Control del contenido del contrato 

Los contratos celebrados por los consumidores en Internet son mayo­
ritariamente contratos de adhesión. Como hemos indicado. la propia 
naturaleza del comercio electrónico requiere la utilización de los mis­
mos. Son las propias páginas web las que recogen el pedido. sin que 
medie una persona con la que el particular interactúe. Esto significa 
que la oferta irá acompañada de un clausulado o unas condiciones 
generales preestablecidas unilateralmente por el proveedor de servicios. 

Para evitar que el profesional se beneficie de esta situación introducien­
do en el contrato cláusulas que perjudican los intereses de los consu­
midores. los ordenamientos juridicos establecen una serie de normas 
para controlar el contenido del contrato que resultan aplicable a priori 
o a posteriori73. 

l. Control a p riori 

En priri:J.er lugar. el Art. 10.3 de la Directiva 2000/31 establece la 
obligación para los proveedores de servicios de poner a disposición de 
los destinatarios las condiciones generales a que. en su caso. deba 
sujetarse el contrato. de manera que éstas puedan ser almacena9as y 
reproducidas por el destinatario. Dicha disposición ha sido in~rporada 
al ordenamiento español en el Art. 27.4 LSSICE y el Art:---:2 del RD 
1906/99. Aunque se puede pensar que esta obligación supone una 
pesada carga para las empresas que quieren ofrecer sus productos o 
servicios en Internet. en la práctica. su cumplimiento no resulta tan 
gravoso: basta con la inclusión de esas condiciones generales en una 
página web site donde cualquier persona que accede al mismo pueda 
encontrarlas fácilmente. 

72 Ved. A. DOMlNGUEZ LUENGO. · contratación electrónic:l. y protección del consumidor: 
régimenjurid ico· en RcufSta. Critica. de Derecho!nmobUiario. M o LXXVI. Julio-Agosto 2000 . 
n• 660. p. 2347 y SS. 

73 Ved. F. J . ORDUli1A MORENO. "Derecho de la contratación y condiciones generales·. en F. 
J. ORDUli1A MORENO (Dir.). Contrata.ci6n y comercio e lectrónico. Tirant lo Blanch. V:>.lencia. 
2003.pp. 269·363. 

En segundo lugar. se establecen normas referidas a la incorporación al 
contrato de las condiciones generales de la contratación . Aunque se 
trata de un problema común de la comercialización en masa de todo 
tipo de productos o servicios. este tipo de contratación adquiere rasgos 
particulares en las transacciones celebradas en Internet. Ello se debe 
a la novedosa forma de manifestación del consentimiento utilizada: el 
acuerdo web·wrap. En ella . el peligro de que la contraparte del provee­
dor informático desconozca el contenido de los derechos y obligaciones 
que se derivan del contrato o los efectos que s e derivan de la realización 
de un simple click en la pantalla. es mucho mayor. 

Aunque no existe una normativa comunitaria sobre esta cu estión. las 
normas establecidas por los Estados para regular esta cuestión -sin 
ánimo de ser exhaustivos. Arts . 5 y 7 LCGC española7

·\ Art. 305 del 
BGB alemán. Arts. 1341 y 1342 Código civil italiano o Arts. 6:233 del 
BWholandés- presentan un alto grado de uniformidad75. En todas ellas 
se obliga al profesional a informar de la e:<istencia de las condiciones 
generales y a comunicarlas al adherente o hacerlas disponibles de 
cualquier forma que garantice una posibilidad efectiva de su conoci­
miento con anterioridad a la celebración del contrato -reasonable and 
timely notice· . 

No resultarán incorporadas al contrato aquellas condiciones generales: 
a) que el adherente no ha tenido oportunidad real de conocer de manera 
completa al tiempo de la celebración del contrato; b) que. si bien s on 
puestas a disposición del adherente con anterioridad a la celebración 
del contrato. resultan ilegibles. ambiguas. oscuras e incomprensibles. 
Las condiciones generales que incurran en uno de estos dos supuestos 
resultarán nulas de pleno Derecho pero. en la medida en que sea 
posible. el contrato seguirá e.."<istiendo. 

Tal y como se ha dicho. la aplicación de estas normas a los contratos 
celebrados en Internet por los consUi:ñidores presenta problemas par­
ticulares . Para asegurar la inc~oración de las condiciones al.contrato 
se deben cumplir dos requisitos. 

En primer lugar. las condiciones deben ser comunicadas o puestas a 
disposición del adherente antes de realizar el acto de manifestación de 
consentimiento, es decir antes del clic en un icono en el formulario de 
pedido en la página web. Para cumplir este requisito basta con que el 
proveedor informático incluya las condiciones generales en la misma. 
página web en la que esta el icono de "Aceptar". Ahora bien. si por 

74 De acu<:rdo con el Art. 3. estas nor mas tienen un caráctt::r internacionalmente imperativo. 
·cu:>.ndo el :>.dheren te h :>.ya em itido su declaración negocia! c:n terri tono espat1ol y tenga en 
¿ste su residencia habitual". 

75 Ved. C. GIROT. Op cit .. 2000. pp. 312 y ss. 5 11 
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razones estéticas el proveedor prefiere exponer las condiciones en una 
página diferente a la que contiene el formulario de pedido. para poder 
demostrar que el adherente tuvo una "oportunidad real" de conocerlas. 
debe asegurarse de que el hipervinculo a través del cual se accede a 
ellas resulta claramente identificable y no deja lugar a dudas de que el 
contrato se rige por las condiciones que en esa página se contienen. En 
ninguno de los dos casos resulta necesario que el consumidor haya 
tenido un conocimiento efectivo de su contenido. tan sólo es necesario 
garantizarle la oportunidad de conocerlas76. 

En segundo lugar. el proveedor informático debe cuidar de la redacción 
de esas cláusulas. Entre otros aspectos. es necesario que las condicio­
nes generales vengan presentadas de una manera cLara e inteligible y 
que su e.'<tensión o el tamaño de la letra no desincenti.ve al adherente a 
llevar a cabo su completa lectura con anterioridad a la ejecución del 
acto de aceptación. 

2. Control a posteriori 

A pesar del control a priori del contenido del contrato. resulta muy 
habitual que el consumidor no lea las condiciones generales antes de 
la celebración del contrato o. sencillamente. que no las entienda. Para 
evitar que la parte que predispone las condiciones del contrato se pueda 
prevalecer de esta circunstancia con la intención introducir cláusulas 
abusivas se adoptó la Directiva 93/13 que ha sido incorporada al 
ordenamiento español por la Disposición adicional 2" de la LCGC que 
modifica los Arts. 10 y siguientes de la LDCU. 

De acuerdo con esta Directiva. se consideran abusivas todas aquellas 
estipulaciones negociadas individualmente que. en contra de la buena 
fe causen._en pexjuicio del consumidor. un desequilibrio importante de 
los derechos y obligaciones que se derivan del contrato -Art. 3 . 1-. El 
Anexo de la Directiva -en el ordenamiento español la Disposición 
adicionall" LDCU- se establece una lista no exhaustiva de este tipo de 
cláusulas78. La condición de abusiva de una de ellas conlleva su nulidad 

76 Vid. C. GIROT. Op. cit. 2000. p . 320·323. 
7 7 En el Derecho francés. la Comisión de cláusulas abusivas que no res ultan conformes con 

el Art. 133-2 del Code de la consornmat!on por ser tntel1g!bles. aque\las condiciones 
generales redactadas utilizando un tamaño de le tra tnferloral8. V !d. Recommendation n um 
95-02. de 7 de abril 1995. dispon ible en http· 1/www clan~e"-·Obu"IYP~ frfrrrom 

78 En Holanda se establecen una lista negra de cláus ulas nulas de pleno Derecho por su 
carácter abusivo y una lista gris de ctiusukls presumiblemente abusivas que corresponde 
al profesional probar que no tienen ese carácter (Arts. 6:236 y 6 :237 BW). En Franela . la 
Commiss ion de Clauses Abusives emite periódicamente un aniltsls de cláus ulas abusivas 
en contratos referidos a ciertos s ectores . 

de pleno derecho y se tendrá por no puesta -Art. 6.1-. Esto no impedirá 
que el contrato. siempre que sea posible. subsista. 

Asimismo. el Art. 5.1 -incorporado al Derecho español en el Art. 10.2 
LDCU- reitera la obligación para el proveedor de ser- icios de redactar 
estas cláusulas de forma clara y comprensible. En caso de duda sobre 
el sentido de una cláusula . prevalecerá la interpretación más favorable 
para el consumidor. 

La protección del consumidor en relación a este tipo de cláusulas se ve 
favorecida por la Directiva 98/ 27 relativa a las acciones de cesación en 
materia de protección de los intereses de los consumidores79• Este 
instrumento otorga legitimación procesal a las asociaciones de consu­
midores para denunciar las cláusulas de los contrato<> de adhesión que 
consideren que tienen un carácter abusivo. Del mismo modo. el Tribu­
nal de Justicia. en la sentencia Océano Grupo Editoria180 , entendió que 
la nulidad de una cláusula abusiva también podia ser declarada de 
oficio por un juez. sin necesidad de que el consumidor se persone ante 
el tribunal. 

Del mismo modo. en el ordenamiento español. el Art. 11 de la LCGC 
establece el Registro de Condiciones Generales81 con la finalidad de dar 
publicidad. entre otras. a aquellas condiciones gener '3.les que han sido 
declaradas abusivas por nuestros tribunales82 . 

VIII. Efectos del contrato. Cumplimiento de las obligaciones. 
Derechos de los consumidores 

Al igual que cualquier otra relación contractual. el contrato celebrado 
por los consumidores en Internet genera una serie de derechos y 
obligaciones para las partes . Asi. el empresario deberá entregar un 
producto o suministrar un servicio a camb~de una remuneración 

79 DOCE L 166. de 11 junio 1998. Existe una p ropuesta de Directiva consol!dada que 
Incorporará todas las m odificaciones que s e ha n Ido realtz::mdo ::>.la m isma (Doc. COM(2003) 
241 final). Incorporada al ordenamiento espaflol por l:l. Ley 39/2002 de 28 de octubre de 
transposición al ordenamiento juridlco espat)ol de diversas directivas comunltanas en 
materia de protección de los Inter eses de los consumidores y usuarios (BOE num. 259. 29 
octubre 2002). Entre otras modificaciones . esta Ley modifica ciertos artlculos de la LCGC 
e Incor pora el Art. 10 ter y 10 quater a la LDCU. 

80 STJCE de 26 de junio de 2000. C· 240 a 244/98. Oceano Grupo Editorial y otros c. R. 
Murdano Qu.intero y otros. Rec. 1-4941. 

8 1 Regulado por el RD 1828/ 1999 de 3 de diciembre por el que se aprueba el regl:unento del 
regiStro de condiciones generales de la con tratación (BOE num 306 de 23 d iciembre 1999) . 

82 Recien temen te. el Juzgad o de primera Instancia num. 44 de Madlid ordenó la Inscripción 
en el registro de 10 clá.usulas utilizadas de manera general en contratos bancarios por 
considerarlas abusivas. V!d. Diario El Mu.ndo de 17 de octubre de 2003. 5 13 
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dineraria por parte del consumidor. El contrato de consumidores cele­
brado en Internet reviste. sin embargo. unas características peculiares. 
En primer lugar. por su mera condición de consumidor. el perfecciona­
miento del contrato conlleva la asunción. por impe~o de la ley. de una 
serie de derechos destinados a proteger su posición _pe debilidad en la 
relación. En segundo lugar. Internet permite que las partes puedan 
cumplir sus obligaciones de forma electrónica. bien sea la entrega de 
un bien inmaterial. bien el pago del precio. 

1. Derechos de los consumidores 

Aparte del cumplimiento de las obligaciones objeto del contrato. en 
aquellos casos en que la contraparte es un consumid~r la Direc~va 9717 
y la Directiva 99/44 establecen una serie de derechos imper~~vos y de 
carácter irrenunciable a su favor. Se trata de normas de rmrumos por 
lo que resulta posible que las legislaciones de los Estados miembros 
otor!ruen un rédimen todavía más favorable para el consumidor siempre 
que ias medid~s legislativas adoptadas resulten compatibles con el 
Tratado de la Comunidad Europea -Art. 14 Directiva 97/7 Y Art. 8.2 
Directiva 99/44-. 

1.1. Confirmación por escrito o en otro soporte duradero 

Según el Art. 5.1 de la Directiva 97/7. una vez concluido el contrato el 
consumidor deberá recibir por escrito. o mediante cualquier otro sopor­
te duradero a su disposición. la información mencionada en las letras 
a) a f) del Art. 4 .183. a su debido tiempo durante la ejecución del 
contrato y. a más tardar. en el momento de la entrega. La finalidad del 
precepto es que el consumidor~enga constancia de sus d~rech?s Y 
obligaciones en la relación contractual. En concreto. se debera exphcar. 
en adición a toda la infor~ción que es necesario aportar antes de la 
celebración del contrato. las modalidades y condiciones del ejercicio del 
dere.::ho de resolución. información relativa a los servicios post-venta Y 
a las garantías comerciales existentes y. en caso de contrato de duración 
prolongada. las condiciones de rescisión del mismo. 

En el ordenamiento español. esta disposición ha sido incorporada en el 
Art. 3.1 del RD 1906/99 que ha derogado al Art. 47 LOCM que e.'<i.gia 
que la información fu'era recibida por escrito. 

Como se ha explicado la utilización del término ·cualquier otro soporte 
duradero" permite al proveedor de servicios proporcionar dicha infor-

83 Vid. punto IV. 

mación sin necesidad de enviar documento papel. Ahora bien. la dispo­
sición prescribe que el consumidor debe "recibir". No se trata. como 
ocurre en la obligación de información previa. de ·poner a disposición" 
para que el consumidor pueda consultarla sino de que éste reciba 
efectivamente dicha información. Por esta razón. y para evitar que 
posibles fallos en el sistema impidan al consumidor acceder a dicha 
información en la página web. es conveniente el envio de la misma por 
correo electrónico o adherida a la bien digital que es objeto del contrato 
-así. por ejemplo. las condiciones de una licencia de software viene 
acompañando al programa de ordenador- para que el consumidor 
pueda archivarla en el disco duro de su ordenador. 

A salvo de las infracciones en que. de acuerdo con cada legislación 
interna. puede incurrir el empresario que omite esta información84• la 
Directiva 97/7 establece que hasta que no se cumple con esta obligación 
no empieza a contra el plazo que tiene el consumidor para ejercer su 
derecho de resolución del contrato. 

De acuerdo con el Art. 5.2. este derecho no resulta aplicable a aquellos 
servicios en los que el cumplimiento de la obligación se realiza electró­
nicamente y de una sola vez. Esto no merma. sin embargo. el derecho 
de información del consumidor puesto que. gracias a la obligación de 
puesta a disposición del Art. 1 O .3 de la Directiva 2000/31. puede tener 
conocimiento de esos datos con anterioridad a la celebración del con­
trato. 

1.2. Derecho de resolución 

El Art. 6 de la Directiva 97/7 establece que. respecto a todo contrato 
negoCi"ado a distancia. el consumidor dispondrá de u1 plazo mínimo de-
~ete días laborales para rescindir el contrato sin penalización a.~ na y 

sin indicación de los motivos. El único coste que se le puede imputar es 
el derivado de la devolución de las mercancías. El empresario ha debido 
informar al consumidor de este derecho y de las modalidades para 
ejercerlo. A efectos del ejercicio de dicho derecho. el plazo se calculará: 

- a partir del día de recepción de los bienes si el proveedor hubiera 
llevado a cabo la confirmación establecida en el Art. 5: 

- respecto de los servicios. a partir del dia de celebración del contrato 
o desde que se recibió la confirmación establecida en el Art. 5: 

84 Arts. 63-71 LOCM. 515 
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- si el comerciante no ha cumplido con la obligación de confirma­
ción. el periodo de siete días empezará a contar a partir de los tres 
meses desde la celebración del contrato. 

De acuerdo con el párrafo 2. el comerciante estaría obligado a devolver 
las sumas adelantadas por el consumidor. Dicha d -:volución deberá 
llevarse a cabo lo antes posible. y como muy tarde en el plazo de un 
mes. Debido a la difundida utilización de tarjetas de crédito para el pago 
en Internet. el consumidor suele pagar por los productos o servicios con 
antelación a que los mismos sean suministrados o prestados. Esta 
circunstancia conlleva un aumento en la desprotección a la que se 
enfrentan los consumidores cuando adquieren productos o servicios 
por medios electrónicos. Para remediarlo. como se verá. pueden jugar 
un papel muy importante las entidades emisoras de tarjetas de crédito. 

Corresponde a las legislaciones nacionales determinar cómo se lleva a 
cabo ese derecho de resolución. En el ordenamiento español. el Art. 44 
de la LOCM. establece que el derecho de desistimiento no estará sujeto 
a formalidad alguna. si bien el Art. 4 7 establece la obligación del 
proveedor de entregar. junto con la confirmación del contrato. el "docu­
mento de desistimiento o revocación. identificado claramente como tal". 
El Art. 4 del RD 1906/99, que deroga dicha disposición para los 
contratos celebrados por medios electrónicos no establece esta obliga­
ción. Por otra parte. resulta llamativo que el Art. 5.1 dP. ese Real Decreto 
hable de que corresponde al proveedor la carga de la prueba sobre "la 
renuncia expresa al derecho de resolución·. Dicha disposición no resul­
ta aplicable cuando el adquirente tiene la condición de consumidor pues 
como se ha dicho. la Directiva 97/7 obliga a los Estados miembros a 
otorgar a ese derecho un carácter imperativo e irrenunciable. 

Salvo pacto en contrario. y de acuerdo con el Art. 6.3 . el derecho de 
resolución no existirá para una serie de relaciones juridicas. De entre 
ellas cabe destacar. por su importancia para el comercio electrónico. 
aquellas que tengan como objeto: .._.. 

- prestación de servicios cuya ejecución haya comenzado. con el 
acuerdo del consumidor. antes de finalizar el plazo de siete días: 
contratos de acceso a bases de datos electrónicas o a servicios 
prestados en linea: 

- suministro de bienes confeccionados conforme a las especificacio­
nes del consumidor o claramente personalizados. o que. por su 
naturaleza. no puedan ser devueltos: 

- suministro de grabaciones sonoras o de video. de discos y de 
programas informáticos. que hubiesen sido desprecintados por el 
consumidor: 

- suministro de prensa diaria. publicaciones periódicas y revistas. 

De entre todas estas exclusiones destaca la de suministro de grabacio­
nes Y programas informáticos85. dado su gran popularidad en Internet. 
Deben entenderse incluidos en esta disposición todos aquellos contra­
tos por los que se adquiere una licencia sobre una copia de bienes de 
naturaleza digital -DVDs. videojuegos. archivos musicales. bases de 
datos- que e~ descargada directamente en el ordenador del usuario. Que 
los consurmdores no se beneficien de un derecho de resolución se 
fundamenta en la naturaleza del objeto del contrato: se trata de bienes 
que son fácilmente reproducibles por lo que la aplicación del derecho 
d~ resolución podría conllevar abusos de derecho por parte del consu­
midor. No obstante. la solución menoscaba el nivel de protección de 
éstos a la hora de adquirir este tipo de productos. Así. por ejemplo. si 
el programa de ordenador descargado no colma las expectativas leaiti­
mas del consumidor. éste no podrá devolverlo y rescindir el contr~to. 
~n mi opinión. e:'Cisten fórmulas tecnológicas para evitar la reproduc­
Ción de los contenidos informáticos que. si fueran introducidas por los 
proveedores de servicios. evitarían la necesidad de neaar al consumidor 
este importante derecho: establecimiento de periodos de prueba tras los 
cuales el bien digital deja de funcionar si el consumidor no confirma su 
aceptación por via electrónica -es el caso de las llamadas licencias 
jreeware-. · 

Ellegisla~or e~p~ol ha sido especialmente parco a la hora de incorpo­
rar esta dlspOSlClOn al ordenamiento interno. De acuerdo con el Art. 4.5 
del RD 1906/99 -que deroga al Art. 45 LOCM cuando el contrato se 
celebra por medios electrónicos-. queda excluido este derecho "en 
aquellos casos en que por la naturaleza del contenido de las prestacio­
n:s sea imposible_ llevarlo a cabo". Debe entenderse que nuestros 
tribunales adoptaran el Art. 6.3 de la Directiva como criterio rector a la 
hora de interpretar esta disposición. 

~ 

2. Cumpliinient o de las obligaciones del proveedor. Suministro no 
solicitado 

Vistos los avances de la tecnología de Internet. la ejecución de las 
obligaciones por el proveedor puede llevarse a cabo no sólo por medios 
convencionales -envio por correo- sino también por medios electrónicos. 
Esta última posibilidad ha permitido establecer la categoría de comercio 
electrónico directo. la cual se caracteriza porque tanto la celebración 

85 ?" :>.cuerdo con el Art. 96 de la Ley de Proptedad Intelectual, progr:una d<: ordenador <:s 
tod:>. secuencia de Instrucciones o Indicaciones dest!nado..s a ser uUllzadas. dlrect:>. o 

!ndlrect:>.mente. en un sistema informático par:>. re:>.liz:l.r una función o una tarea o para 
obtener un resultado determinado'. Jncluiria. adem:1s del softw:>.re strlcto sensu. video 
juegos. películas en DVD y. posiblemente. partes de las obras multimedia. 517 
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del contrato cuanto la ejecución de la obligación se r>alizan electróni­
camente. Se trata de una categoria que incluirá todos aquellos contratos 
cuyo objeto sea un servicio en linea -consulta de una base de datos- o 
la entrega de un bien inmaterial -software. fonogramas. obras audiovi­
suales .. . -. 

La viabilidad de la ejecución por medios electrónicos debe pactarse en 
el contrato o bien debe estar admitida por la ley aplicable al contrato. 
Esta forma de ejecución implica una reinterpretación de las normas 
referidas al cumplimiento defectuoso o incumplimiento de las obliga­
ciones contractuales. Por un lado. la tecnología actual permite repro­
ducciones idénticas de los bienes inmateriales. lo cual excluiria la 
posibilidad de cumplimientos parciales; por otro lado. es imposible 
asegurar la ausencia de errores de funcionamiento de cualquier bien 
informático -los cuales pueden manifestarse muy tardíamente- que 
debe conllevar una aplicación flexible del concepto de cumplimiento 
defectuoso. 

De acuerdo con el Art. 7 de la Directiva 97/7. el proveedor tiene la 
obligación de prestar el servicio o suministrar el producto en un plazo 
máXimo de treinta días a contar desde la solicitud de los productos o 
servicios por el consumidor. En caso de inejecución de la obligación por 
no encontrarse disponible el bien o el servicio. el proveedor debe 
informar al consumidor. Esté puede hacer dos cosas: bien pedir el 
reembolso del dinero adelantado. bien la sustitución del servicio por 
uno de precio y calidad equivalente. siempre que dicha posibilidad haya 
estado prevista en las condiciones del contrato. 

Los consumidores deben ser protegidos frente a ciertos métodos agre­
sivos de venta. El Art. 9 de la Directiva 97/7 prohibe el suministro del 
producto ofertado por parte del comerciante si no media una petición 
e¡.,:presa por parte del cons~mic!or. En el caso de llegar a producirse ese 
envio. se considerará como un suministro no solicitado. De acuerdo con 
el Art. 42 LOCM: si el s~nistro se realizó de manera voluntaria por el 
proveedor. el consumidor no estará obligado ni al pago del producto ni 
al pago del precio; si el producto fue enviado por error. el consumidor 
deberá guardarlo por 30 días y deberá ser indemnizado con un 10% del 
valor del producto. o. en caso de que transcurra el plazo establecido 
podrá retener el producto. 

3. Garantías post-venta sobre bienes de consumo. 

Una de las causas más importante del desequilibrio entre los derechos 
y obligaciones de las partes en los contratos celebrados por los consu­
midores aparece en la fase de ejecución de las obligaciones. Ocurre con 
asiduidad que una vez pagado el producto o el servicio resulta que no 

r 

1 
l 

reúne las expectativas que el consumidor se había creado en atención 
a la publicidad del proveedor o que presenta serios defectos. A parte de 
la carga que supone para el consumidor tener que acudir al proveedor 
para que repare esos desperfectos. puede ocurrir que éste haya incluido 
en el contrato alguna cláusula limitativa o exonerativa de la obligación 
de garantía por vicios ocultos. con lo que serán los destinatarios l~s que 
deban asumir los costes de la reparación. 

Con la finalidad de armonizar la regulación en los Estados miembros 
de esta obligación de garantía en los contratos celebrados por los 
consumidores y de garantizar un nivel mínimo uniforme de protección 
se adoptó la Directiva 99/44 sobre determinados aspectos de la venta 
y las garantías de los bienes de consumo. incorporada recientemente al 
ordenamiento español por la Ley 23/ 2003 de 10 de julio (LGBC). 

Como su nombre indica. la Directiva resulta aplicable a los contratos 
celebrados por consumidores que tienen como objeto "bienes muebles 
corporales". De acuerdo con la doctrina y la Comisión Europea. deben 
entenderse incluidos en su ámbito de aplicación los contratos que 
tienen como objeto programas informáticos o bier .es digitales con 
independencia de la modalidad de cumplimiento de la obligación de 
entrega86. Efectivamente. la necesidad de otorgar un tratamiento simi­
lar a todos los consumidores aconseja una interpretación de esa dispo­
sición que incluya aquellos contratos en los que el bien digital es enviado 
por correo postal en una copia tangible o es descargado por el consu­
midor directamente desde un sitio web a su ordenador87 . 

No se incluyen en el ámbito de aplicación de la Directiva. sin embargo. 
los contratos de servicios. 

La Directiva 99/44 establece el principio de coriformidad de los bienes 
C9!] el contrato. De acuerdo con su Art. 2 -Art. 4 en la LGBC:.. el 
profesional está obligado a responder ante el consumidor de cualquier 
falta de conformidad con el contrato que e-Xista en el mom_;nto de la 

86 V!d.. L. A. SANZ VALENTiN. "La Directivo. 1999/44 del ?arlo.mento Europeo y del Cons.:jo 
sobre determinados o.spectos de la venta y las g=ntias de lo: bienes de consumo· . 
Actualidad CivU. num 35. 1999. pp 1077 y ss: J. AVILES GARCiA. "Nuevas perspectivas 
contractuales que p lanteo. la incorporaciónyo.pllcaclón de la Directiva 1999/44/ CE sobre 
determlno.dos :1$pectos de la venta y las go.ro.ntias de los bienes de consumo·. Notic ias de 
la Unión Europea. 1999. pp. 99-117. 

87 Al Igual que en la Directiva. la LGBC resulta aplicable a los contratos que tienen como objeto 
productos inform:1t1cos en cuanto su objeto tiene lo. consideración de "bienes de naturaleza 
duradera· o. los efectos de estas disposiciones. tal y como establece el Anexo ll del RD 
1507/2000 de 1 de septiembre. por t:l que s e actuallzo.n los cat:l.logos de productos y 
s ervlcios de uso o cons umo común. ordinario y generalizado y de bienes de naturaleza 
duradera.. a efectos de lo dispuesto. respectivamente. en los arts 2 . apartado 2. y 11. 
apartados 2 y 5. de la Ley General de los Consumidores y Usuarios y normas concordante:; 
(BOE num 219, 12 septiembre 2000). 519 
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entrega del bien. Se incurrirá en dicha responsabilidad: a) si los bienes 
no se ajustan a la descripción realizada por el vendedor o no poseen las 
cualidades presentadas en forma de muestra o modelo: b) si no son 
aptos para los usos a que ordinariamente se destinen bienes del mismo 
tipo: e) si no son aptos para un uso especial requerido por el consumidor 
que éste ha puesto en conocimiento del vendedor: d) si no presentan la 
calidad y las prestaciones habituales de un bien del mismo tipo que el 
consumidor puede fundadamente esperar. habida cuenta de la natura­
leza del bien y. en su caso. de las declaraciones públicas sobre las 
caracteristicas concretas de los bienes hechas por el vendedor. el 
productor o su representante. salvo que. en el momento de celebrar el 
contrato. hayan corregido dichas declaraciones. 

El profesional es libre de otorgar garantías adicionales -garantías co­
merciales-. Para ello. deberá formalizarla por escrito o en cualquier otro 
soporte duradero e incluir toda una serie de datos establecidos por el 
Art. 6.2. En atención a la habilitación establecida en el apartado 4 de 
esa disposición. el Art. 11 de la LGBC exige que esa garantía comercial 
venga escrita. al menos. en castellano. 

Cuando el bien no sea conforme con el contrato, el consumidor podrá 
exigir la reparación o la sustitución del bien sin cargo alguno y. 
subsidiariamente. la reducción adecuada del precio o la resolución del 
contrato de acuerdo con las reglas establecidas en los Arts. 3 a 5. 
Cuenta. para ello. de un plazo minimo de dos años para ejecutar la 
garantía desde la entrega del bien -Art. 5.1-. Tal y como establece el Art. 
7 .l. la renuncia previa de los derechos que esta Directiva reconoce a los 
consumidores es nula. 

4. Obligación del consumidor: pago del precio por el producto o 
servicio. 

4.1. Problemas de los pagos realizados por Internet. 

El pago del producto o servicio. por parte del consumidor. puede 
efectuarse contra reembolso o por adelantado. en efectivo o mediante 
un sistema de pago diferente del efectivo: taxjeta de crédito. transferen­
cia electrónica de fondos o mediante dinero electrónico. 

El pago en efectivo en el comercio electrónico tiene una serie de 
problemas. En primer lugar. no es utilizable para cualquier contrato. 
Los contratos de provisión de servicios que se prolongan en el tiempo 
no podrian funcionar de una manera efectiva si el pago periódico no se 
realizará mediante domiciliación bancaria. En segundo lugar. la posi­
bilidad de ejecución electrónica de las contraprestaciones quedaría 

desvirtuada si. de igual manera que el bien o servicio es entregado ipso 
jacto. el consumidor no paga mediante un sistema que permitiera 
realizarlo de manera automática. Por último. la única manera para los 
proveedores de asegurarse el pago de consumidores de poca confianza 
es exigiendo el pago con taxjeta y por adelantado. 

Estas razones han hecho que el pago por un sistema diferente del 
efectivo se haya generalizado en el comercio electrónico. Estos instru­
mentos constituyen un complemento indispensable del comercio elec­
trónico pero. a su vez. están sometidos a los problemas derivados de la 
falta de seguridad en Internet. 

La Directiva 97/7 autoriza implícitamente al proveedor a solicitar al 
consumidor el pago por adelantado a la entrega de la mercancía o 
prestación del servicio mediante tarjeta u otro sistema de pago distinto 
del efectivo88. Esta práctica es muy común en rnternet: el consumidor 
rellena el formulario de pedido y antes de llevar a cabo la aceptación ·el 
click en el icono "Aceptar"- se le pide que incluya el número de taxjeta 
bancaria para ordenar a su banco que realice una transferencia a la 
cuenta del proveedor. En ocasion es. este es el úni-:o medio que los 
proveedores tienen para asegurarse el pago en contraprestación a su s 
servicios o bienes. Pero. ¿qué ocurre si. realmente. no hubiera sido ei 
titular de la taxjeta el que dio esa orden de pago?; o. ¿qu é ocurre s i. una 
vez realizado el pago. el consumidor ejerce su derecho de resolución? 
¿Cómo se articula la devolución del dinero?. Para· resolver estos espi­
nosos problemas. la Directiva 97/7 no ofrece una solución satisfactoria. 
El Art. 8 se limita a obligar a los Estados a que adopten las medidas 
apropiadas para. por una parte. permitir al consumidor la anulación de 
una orden de pago en caso de u tilización fraudulent; . dei instrumento 
de pago. y. por otra. posibilitar el reembolso de las sumas adelantadas. 

En Espana. la LOCM limita. en su Art. 43.2 . la posibilidad de pago por 
adelantad~ supuestos en que "se trate de un pedido que se haya 
elaborado con algún elemento diferenciadór para un cliente especifico 
y a solicitud del mismo". De manera adicional. el Art. 46 establece que 
cuando el importe de una compra hubiere sido pagado utilizando una 
de estas taxjetas. sin que ésta h ubiese sido presentada directamente o 
identificada electrónicamente. su titular podrá exigir ·a inmediata anu­
lación del cargo. 

A pesar de estas disposiciones. ningún proveedor de servicios estable­
cido en España ha dejado de exigir el ·pago por adelantado de los 

88 El Art. 6.2 es tabkce que cuando el consumidor ejerce >U dc<echo de resolución. el proveedor 
estará obl!gado a devolver lo.s sumas o.delan tadas por el consumidor sin retención de gastos. 
por Jo q ue está reconociendo lo. posib llidad de pago po r adelo.nt::tdo 521 
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productos y servicios que ofrecen en sus web si tes. Las razones. en mi 
opinión. son dos. Por un lado. se trata de dos dispo~iciones obsoletas 
que no están pensadas para el comercio electrónico. De' he~ho .. _su 
aplicación puede conlleva a un grave obstáculo para su consolidac10n. 
Por otro lado. el RD 1906/99 no establece ninguna norma al respecto 
para los contratos celebrados por medios electrónicos. En atención a 
su carácter de !ex especialis debe en tenderse que ha derogado a las 
disposiciones de la LOCM y que. por lo tanto. el pago por adelantado 
resulta permitido. 

4 .2. Sistemas de pago en Internet. 

En cuanto el pago en efectivo resulta ineficiente para los contratos 
celebrados por los consumidores en Internet. y se ha generali7..ado el 
pago por adelantado a partir de sistemas distintos del efecti~~- en 
conveniente llevar a cabo una breve aproximación de la regulac10n de 
estos sistemas. 

Se diferencian dos tipos: los instrumentos de pago de acceso a distancia 
y el dinero electrónico89. La expedición de estos instrumentos conlleva 
una relación entre. por un lado. los bancos emisores de los instrumen­
tos. y por otro. entre los consumidores y comerciantes con sus respec­
tivos bancos. Estos contratos permiten la utilización de dichos instru­
mentos como forma de pago de sus productos o servicios. Se trata de 
tres relaciones subyacentes90 a aquélla en la cual el consumidor hace 
uso del instrumento para realizar el pago. Las controversias que puedan 
surc1ir en estas relaciones -uso fraudulento de las taretas por terceros 
o fa.Í.Í.os en el funcionamiento del sistema que conllevan la anotación de 
pagos equivocados- deben ser tratadas de manera independiente a la 
relación principal. 

La regulación de estas r.elaciones es escueta. lo que gen~n déficit de 
protección en el consumidor¡¡. A nivel comunitario contamos con la 
Directiva 97/5 relativa a las transferencias transfronterizas92. que fue 
incorporada al ordenamiento español mediante la Ley 9/ 1999 de 12 de 
abriles. Se trata de una normativa pensada para pagos transfronterizos 
de baja cuantía -menores de 50.000 euros- por consumidores o peque-

89 Son l:.s definiciones ut!llz:ldo,¡ en 1:>. Recomend:>.clón 97/489. Vid. lníro.. 
90 Entre el consumidor y su banco. entre el empresario y su bo.nco. y entre el banco del 

consumidor y el del empreso.rio. 
91 En genera.!. vid. J. C. CARBONEL PINTAN EL. La protección del consumidor titular de twjeta.s 

de pago en la Comunidad Ew-opca. Eurolex. Madrid. 1994. 
92 DOCE L 43 de 14 febrero 1997. 
93 Ley 9/1999 de 12 de abril sobre el n;¡;lmen Jurídico de las transferencias entre Estados 

miembros (BOE n • 88. 13 :>.bril 1999). ·. 

ñas y medianas empresas. Su objetivo es facilitar la libre circulación de 
capitales mediante la eliminación de trabas derivadas de la acumula­
ción de comisiones por las entidades bancarias intervinientes. Además. 
a parte de otras obligaciones en materia de plazos. incumplimiento de 
la transferencia y en materia de plazos94 . se establecen unas obligacio­
nes de información preVia y posterior a la transferencia que debe ser 
ofrecida al consumidor95 . 

La Directiva 97/5. sin embargo. no regula las obligaciones de las partes 
de la relación de taJ:jeta de pago ni tampoco la responsabilidad que se 
deriva de la negligencia de una de las partes ni la derivada de posibles 
fallos del sistema de pago. El sector bancario. amparado en el argumen­
to de la necesidad de una regulación flexible que no obstaculizara el 
desarrollo técnico de los sistemas de pago. impidió que saliera adelante 
una regulación Vinculante sobre el particular. por lo que únicamente 
contamos con una serie de meras Recomendaciones de la Comisión96. 
Destaca entre estas la Recomendación 97148997 cuya misión es adaptar 
los anteriores instrumentos a las nuevas circunstancias derivadas del 
progreso tecnológico y el advenimiento de la Sociedad rte la Información. 
La naturaleza jurídica de esta regulación conlleva que sus disposiciones 
no tengan carácter imperativo y que. por tanto. los derechos que en ellas 
se garantizan a los consumidores puedan ser objeto de derogación. 

Pasamos a continuación a analizar los dos tipos de instrumentos 
electrónicos de pago identificados por la Recomendación 97/489: ins­
trumentos de pago de acceso a distancia e instrumentos de dinero 
electrónico98. Ambos son utilizados por el consumidor para realizar sus 
pagos en Internet. por lo que es importante estudiar el régimen de 
derechos y obligaciones establecido en la Recomendación. si bien su 
seguimiento ha sido bastante bajo por parte de las entidades banca­
rias99. 

94 Arts. 5-7. 
95 Art. 3 y 4 . 

96 Recomend:>.c!ón 87/ 598 de la ComiSión de S de diCiembre de 1987 sobre un CódJgo europeo 
de bueno. conducta en mat.:ri:>. de pago elcctrOnico (Rei:>CJones entre organismos financie· 
ros. comerc!antes-prest:>.dores de servtctos y consumidores) (DOCE L 365 24.12.1987 p. 72). 
RecomendaCión 88/590 de la Comtstón de 17 de noVlcmbre de 1988 relativa :>.los sistemas 
de pago y en particular a lo.s relaciones entre Utul:>.res y emisores de l:>.!Jel:>.S (DOCE L. 317 
24.1 1.1988 p. 55). 

97 RecomendaCión 97/489 de la Comisión de 30 dejulto de 1997 rcl:>.nvo. a l:>.s tr:>.ns:>.cciones 
efectuo.d:.s medJante Instrumentos electrórucos de po.¡;o. en po.rUcul:>.r. las relaciones entre 
emisores y titulares de taJes Instrumentos (DOCE L 208/52 de 02/08/1997). 

98 A:rt. 2. 

99 En este sentido. J. DICKJE. Internet and Elcctronic Commcrce I.-aw in the Europcan Uniott. 
Oxford. HartPubltshlng. 1999. p. 17. 523 
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4.2.1. Instrumentos de pago de acceso a distancia. 

Esta categoria esta constituida por las tradicionales tarjetas de crédito 
y otros métodos de transferencia de fondos como la banca telefónica100

• 

En dichos sistemas el pago se realiza mediante una orden que el 
consumidor da a su banco para que transfiera una cantidad dineraria 
de su cuenta bancaria a la del comerciante. En el mundo real. dichas 
órdenes se pueden dar: a) introduciendo la tarjeta de crédito en un 
terminal en el establecimiento del vendedor: b) mediante una llamada 
telefónica al banco para que realice la transferencia. o: e) transmitiendo 
al vendedor el número de tarjeta de crédito para que él mismo trámite 
la transferencia de fondos. 

La aplicación de estos sistemas en el mundo de Internet resulta mucho 
más fácil. En primer lugar. el consumidor puede realizar las órdenes de 
pago desde la página web de su banco virtual. En segundo lugar. puede 
comunicar su numero de tarjeta al comerciante mediante un correo 
electrónico o en el formulario de pedido de la página web. Ahora bien. 
la inseguridad inherente a las comunicaciones de Internet genera 
desconfianza en los consumidores hacia estas formas de pago. Son 
frecuentes los fraudes cometidos gracias a números de tarjetas de 
créditos interceptados en mensajes enviados a 'través de las redes 
electrónicas o bien por la intromisión en los ordenadores de los presta­
dores de servicios donde se almacenan los pedidos. 

Para evitar estos problemas se han creados mecanismos de seguridad 
de las comunicaciones de Internet. basados en la criptologia. Se trata 
de programas de ordenador que permiten encriptar las órdenes de pago 
mandadas por los consumidores tanto a los bancos cuanto a los 
comerciantes. De esta manera la información circula por las redes 
electrónicas codificada hasta llegar a su destino. Los más conocidos son 
los sistemas' SET-(Secure Electronic Transactions) y SSL. utilizados y 
proporcior'~os por entidades de certificación de claves de seguridad a "="" 

sus clientes. Ahora bien. su implantación requiere que los comerciantes 
en Internet incorporen dichos programas de encriptación en sus siste-
mas informáticos para que las órdenes de pago puedan llegar a ellos sin 
peligro de ser vistas por nadie en su camino. Así. en las sitios web de 
comerciantes que han adquirido estos servicios. cuando el consumidor 
introduce el número de tarjeta en el formulario de pedido -o en otra 
página web distinta. frecuentemente llamada "pasarela de pago"-. éste 
es enviado encriptado a su banco para que realice una transferencia de 
fondo· equivalente al precio del producto o servicios a la cuenta corriente 
suministrada por el proveedor de servicios. 

lOO Art. 2 b). 

4 .2 .2 . Instrumentos de dinero electrónico. 

E! dinero electrónico. también llamado digitaL cash o e·cash. constituye 
el equivalente de las tarjetas prepago. tarjetas monedero o smart wa· 
Hets. Estas últimas consisten en chips incorporados en una tarjeta que 
o bien son desechables. o bien se cargan con unidades de dinero en los 
cajeros automáticos para su posterior u tilización en pagos de pequeñas 
cantidades realizados en terminales situadas en establecimientos ad­
heridos al sistema. El equivalente en Internet a estas tarjetas consiste 
en programas de ordenador que permiten conectarse con un banco para 
retirar unidades de dinero y almacenarlas en el disco duro del ordenador 
para su posterior utilización en pagos realizados en Internet. El funcio­
namiento del sistema requiere tanto al consumidor, como al banco. 
como a los comerciantes. el tener instalado dicho programa de e·cash. 
Además el sistema debe conceder ciertas garantías de seguridad para 
resultar eficaz. 

Este nuevo sistema de pago electrónico conlleva la aparición de un 
nuevo actor económico: la entidad de dinero electrónico. Desde una 
perspectiva comunitaria. se ha adoptado recientemente la Directiva 
2000/46 de 18 de septiembre sobre el acceso a la actividad de las 
entidades de dinero electrónico y su ejercicio asi como la supervisión 
cautelar de dichas entidades101• que resulta aplicable tanto a aquellas 
entidades que proporcionen smart·waUets como a las que proporcionen 
e·cash. La Directiva establece que resultará aplicable el mismo marco 
de supervisión prudencial y de estabilidad del sistema financiero que 
se viene aplicando a las entidades de crédito102• si bien con algunas 
excepciones por la mayor concreción de la actividad desarrollada por 
las entidades de dinero electrónico103 . Nada se establece en la misma 
referido a la relación entre éstas con sus clientes. por lo que resultarán 
aplicable íntegramente las recomendaciones recogidas en la Recomen­
dación 97/ 489. que pasamos a examinar. 

4.3. Obligaciones y responsabilidades derivadas del uso de instru­
mentos electrónicos de pago. 

La utilización de un instrumento electrónico de pago requiere la cele­
bración de un contrato entre un consumidor y una entidad bancaria 
cuya finalidad será la de permitir al primero la utilización de esos 

101 DOCE 275. 27 noviembre 2000. 
102 Directiva 2000/12 de 20 marzo de 2000 relo.Uva al acceso a la acUvtdad de lo.s entidades 

de cn!dlto y s u ejercicio (DOCE L 126 de 29 de mayo 2000). 
103 Vid. R. FUENTE SÁI'ICHEZ: "Lo:; se rvicios financieros bancario: en la Sociedad de la 

Información·. Revista Cenera! del Derecho. Mayo-Abril de 200 J. 525 
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instrumentos bien para sus pagos en el comercio tra.ricional bien para 
sus pagos en Internet. La Recomendación 97/489 es aplicable a los dos 
tipos de sistemas identificados en los epígrafes anteriores. En ella se 
establece una serie de recomendaciones sobre el contenido mínimo que 
ese contrato debe poseer. 

En primer lugar. se establece una obligación de información para la 
entidad emisora del instrumento de pago de carácter previo y posterior 
a una transacción. Así. en el momento de la celebración del contrato. 
se obliga al emisor a otorgar una información mínima sobre las condi­
ciones aplicables a la emisión y utilización del instrumento de pago: 
instrucciones y limites cuantitativos de uso. descripciones de las obli­
gaciones y responsabilidad del emisor y del titular del instrumento de 
pago y las medidas que el titular debe adoptar para garantizar la 
seguridad de instrumentos de pago104. Con posterioridad a una tran­
sacción se debe ofrecer. por escrito. información que permita identificar 
la transacción. su importe. las comisiones y cargas aplicadas y. en el 
caso de transacciones en otras divisas. el tipo de cambio uWizado105. 

Llama la atención que. en un instrumento de 1997 destinado a adaptar 
las Recomendaciones existentes a los nuevos progresos técnicos. se 
establezca que la información debe constar ·por escrito· y que. al 
contrario que en la Directiva 97/7. no se otorgue a la entidad bancaria 
la posibilidad de poner a disposición esa información ·en cualquier otro 
soporte duradero·. En cualquier caso. la disposición no es generadora 
de problemas pues. en la práctica. los bancos envían a sus clientes esta 
información por escrito -con carácter mensu al o bisemanal- y. además. 
les otorgan la posibilfdad de consultarla a través de medios electrónica 
-la banca por Internet-. 

En segundo lugar. el emisor debe mantener un registro interno donde 
queden constancia de las transacciones realizadas por el titular. y debe 
asumir la responsabilidad sobre la~ ejecución o ejecución defectuosa 
de las transacciones de titular. las transacciones no autorizadas y los 
errores en la gestión de la cuenta del titular106. En caso de litigio. la 
carga de probar que la transacción ha sido contabilizada correctamente 
y que no se ha visto afectada por un fallo técnico u otra anomalia recae 
sobre el emisor107. 

El titular del instrumento de pago está obligado a uWizarlo de acuerdo 
con las condiciones establecidas por el emisor y a tomar las medidas 
adecuadas para su seguridad y la de su número de identificación 

104 Art. 3. 
105 Art. 4. 
106 Art. 8. 
107 Art. 7. 

AURt:UO l..OPt:Z-TAAAU'f:t.U.. MART\Na. 

personal que permite su utilización108. Deberá notificar la pérdida o 
robo del instrumento o de los medios que permitan su utilización. el 
registro en su cuenta de cualquier transacción no autorizada o cual­
quier error u otra anomalia en la gestión de su cuenta por parte del 
emisor. 

Hasta el momento de la notificación. el titular asumirá los daños que 
resulten de la pérdida o robo hasta un determinado límite no superior 
a 150 euros. excepto cuando haya actuado con negligencia grave. Desde 
el momento de la notificación. dejará de ser responsable de los daños 
salvo que se demuestre que actuó de forma fraudule 1.ta. No obstante. 
el titular no será responsable si el instrumento se utilizó sin presenta­
ción física o identificación por medios electrónicos del instrumento 
mismo. El uso exclusivo de un código confidencial no será suficiente 
para entrañar su responsabilidad1o9. 

No esta claro qué debe entenderse en el comercio electrónico como 
negligencia grave. J.DICKIE se pregunta acertadamente si se estaria en 
ese supuesto cuando una persona introduce sus datos de taijeta en una 
página web que no contiene ninguna indicación de que acepta ese tipo 
de taijetas. O ¿qué ocurriría si una persona envía sus datos de taijeta 
por correo electrónico o rellena un formulario de una página que no 
posee un sistema de encriptación de las comunicaciones? 110. De acuer­
do con este autor. deberia otorgarse una interpretación destinada a 
proteger los intereses de los consumidores. 

La práctica desde 1988. año en que se adoptó la primera Recomenda­
ción. ha demostrado que las entidades bancarias no han cumplido 
satisfactoriamente con las recomendaciones expuestas. En concreto. se 
manifiesta un déficit de información del consumidor en sus relaciones 
con las entidades emisoras que conlleva un desconocimiento de sü3 
derechos y obligaciones como titulares de esos instrumentos. Si esto lo 
~al aumento en la complejidacj que Internet conlleva para el uss­
de los instrumentos electrónicos de pago. podemos concluir que existe 
una necesidad de que la Comisión trabaje en la adopción de una 
regulación vinculante de este tipo de relaciones contractuales como ya 
amenaza en el Considerando 12 de la Recomendación 97/489. 

108 En concreto se especifico. que no o..:1o~ ::<u numero de !denllflco.c!ón en el tnstrumento 
de p:~go.(An. 5 e). 

109 Art. 6. 
110 J. DICK!E. Internet a.nd Electronic Commerce .... p. 16. 527 
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IX. Consideraciones finales 

El estudio del conjunto de normas que regulan los contratos de consu­
midores celebrados en Internet permite extraer dos valoraciones finales. 

En primer lugar. se puede afirmar que la normativa que se ha adoptado 
para adaptar la legislación existente sobre contratos celebrados por los 
consumidores al entorno digital está cumpliendo adecuadamente con 
su finalidad -el nivel de protección que se ofrece a esta categoría de 
personas en estas transacciones es el mismo que se le ofrece en los 
contratos celebrados por medios tradicionales- a .< vez que no se 
generan obstáculos para la consolidación de este sector del comercio 
electrónico. 

Así. por ejemplo. la asimilación del concepto ·por escrito" a "en cualquier 
soporte duradero· permite a las empresas hacer uso de medios electró­
nicos para comercializar sus productos o servicios y. a la vez. garantiza 
que el consumidor no vea mermado su derecho de información y vaya 
tomando confianza en el nuevo mercado. 

Del mismo modo. la imposición al profesional de una obligación de 
información previa en el contrato electrónico más estricta que la estable­
cida en la contratación tradicional. está justificada en las mayores facili­
dades que ofrece las herrainientas de Internet para cumplir con ella. 

En segundo lugar. debe señalarse que las normas establecidas por los 
Estados miembros de la Comunidad Europea para llevar a cabo esa 
adaptación presentan un elevado grado de uniformidad. Gran culpa de 
ello es debida a la actuación normativa comunitaria a través de direc­
tivas pero hay excepciones. Así. por ejemplo. el tratam ento armonizado 
de la incorporación al contrato de las condiciones generales no se debe 
a la actuación de las instituciones sino a la existencia de unos principios 
comunes comp~artidos por todos los Estados miembros. En fm. esta 
uniformidad también resulta asegurada por el carácter internacional­
mente illrPerativo que el legislador atribuye a estas normas: con inde­
pendencia de la autonomía de la voluntad de las partes o del Derecho 
que resulta aplicable al contrato. cuando el tlibunal de un Estado 
miembro conozca de un litigio referido a un contrato celebrado por 
consumidores en Internet siempre va a aplicarlas. E:ta circunstancia 
no hace más que reafirmar la posibilidad cada vez más palpable de 
analizar estos contratos desde el punto del vista del Derecho privado 
comunitario. 

-= ¡ 
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SISTEMAS ADR Y PROTECCIÓN DE LOS 
CONSUMIDORES DE SERVICIOS FINANCIEROS 

EN LA UNIÓN EUROPEA: FIN-r-JET* 

Javier PÉREZ MILLA~* 

SUMARIO: l. Desarrollo de slsre mcs ADR. 11. Lo prorecclón del consumidor o rrovés 
de mecanismos de cooperació n tronsfrontertZo entre autoridades. 2. 1. FIN·NET. 
2.2. Prlncloios de l proced lmlenro ADR. 111. Cuestiones jurídicos de los mecanismos 
ADR en el ómblto comunitario. 3.1 . Va lidez de los clóusulos ce sumisión o meca­
nismos ADR. 3.2. Suspensión del plazo d e prescripc ión. 3.3. Ejecu::lón d e declslo· 
nes ADR en o tro Estado comunitario. IV. Conc lusió n. 

l. Desarrollo de sistemas ADR 

Los sistemas de resolución alternativa de litigios (ADR) 1 "se inscriben 
plenamente en el contexto de las políticas sobre la mejora del acceso 

a lajusticia"2
: son mecanismos adecuados para afrontar litigios que no 

son. normalmente. de una gran cuantía económica: su utilización evita 
que aumente aún más el número de controversias incoadas ante los 
organismos judiciales; se consideran ventajosos por su menor coste 
económico y de tiempo3 ; y soslayan ciertas desigualdades en el acceso 

Es te trabajo se ha realizado en el marco dd Proyecto d~ Inve:sugaclón BJU2000-l373 sobr~· 
-Mecanismos de protección de la parte débil en la contratación intemaciona¡-, 
Licenciado ~n D~recho. Doctor en Derecho por la Universidad de Zaragozo. con la calificación 
d e Apto cum.laude por un:mlmldad. Profesor T itular de~echo In ternacional Pnvado de la 
Universidad de Zaragozo.. Estancias de investigación en la Comisión de la Unión europea. 
Academia de Dere<;ho In ternacional de La Hayo.. ln:>tituLc of Aduanced Lega l S tudie:> de 
Lon dres y e n el Centro de Estudio E uropeo de la Umversidad de Llmericl< (Irlanda) . Autor 
de diversos articc·los doctrinales y tres monogro.fia: -Fus ión inLemaclonal de sociedades 
anónimas en el espacio j urid!co europeo- ( 1996). -La tenitorialldad en el ordenamiento 
plur1le0!slat1vo es paz1ol- ( 1999) y -Notificación judicial lntt:'rnaclonal- (2000) . 

1 Acrónimo uUllz<tdo por convención. derivado dt: Allcrna!i"'C Dispute Rc:.olulion. Sobre b 
utilización por la doctrina de otra terminologia. uid .. Erlc CAN! O U S . Régcments non:juridic· 
tionne/.s des Utigcs de la consummation. L.G.D.J .. Paris. 2002. p. J. 

2 Vid .. Libro Verde sobre las modalidadc:. alternatiuas de solución de conflictos .:n el ámbito 
del derecho ciuü y mercantil, B11.1Selas. 19.04.2002. COM(2002) 196 final p . 9 . E n d mismo 
sentido, RAMSAY. 1 .. -consumer redress and acces to jusllce- t:n RJCKETT. Ch . y TELFER. 
Th. (ed.) . l nternationa! Pcrspccaues on Consume rs· access ro Ju_,;Lice. Camb rldf:t: Un!vt:rslly 
Press. Cambridge. 2 003. pp. 17 y s:s. 

3 Vid .. COM(2002) 196 final. p. 7. Esto.:s vento.jas de los ~!sl<:m:~:s ADR st: t:nunc!an en tod:~ 
aportación doctrinal; junto a ellas. a parecen cril!cas como que. por causa de la fa lta de 
regu lación de est e tipo de sistemas. -e~ Ombudsm:~n. desdt: el punto de VlSta actu:~l tiene el 529 
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